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RESUMEN

La presente investigación tuvo como propósito fundamental analizar la responsabilidad penal que tiene el patrono por el incumplimiento en el pago de las multas las cuales se encuentran contenidas en la vigente Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores. Esta nueva ley ha establecido una serie sanciones del tipo penal motivado al incumplimiento por parte del patrono o de sus representantes a pagar la multa en el lapso que haya impuesto el funcionario de la Inspectoría del Trabajo respectiva, por las infracciones contenidas en la comentada ley y las cuales consisten en pena de arresto corporal que va entre diez y noventa días de arresto. En caso de reincidir el infractor, la pena aplicable se aumentará en la mitad según lo dispone al artículo 540 de la ley ejusdem. Para darle sustento a la investigación se abordó como base teórica el garantismo penal, cuyo máximo exponente es Ferrajoli (2.008). En cuanto al contexto metodológico se trató de una investigación jurídico-dogmática, basada en una investigación de tipo documental, apoyada en el método deductivo y utilizando para tales fines como técnicas de recolección de la información la observación directa, el fichaje y el resumen, adicionalmente el análisis del contenido y la síntesis. De igual forma el Contexto Analítico que aporto esta investigación al mundo del Derecho Penal del Trabajo, y por ultimo las conclusiones y recomendaciones que se derivaron de la misma. 
Palabras claves: multas,  pena,  incumplimiento, arresto, reincidencia, sentencia, infracción, instigación, pago, garantismo, obligación.

INTRODUCCIÓN
       El trabajo es una condición exclusiva del hombre desde muchos años atrás, donde puede dedicarse al desarrollo de cualquier profesión, industria, arte o comercio, o simplemente la actividad que mayor satisfacción le proporcione, no obstante, esta actividad no debe estar determinada por una decisión judicial, ni que por ella se constriñan derechos de terceros, ni se violenten disposiciones gubernamentales dictadas en el ejercicio del poder, o que se ofendan los principios que sustentan a una sociedad, es por esta razón que el trabajo debe cumplir con una serie de requerimientos para ser considerado como un hecho social en nuestro país.
    En este sentido, el hecho social del trabajo, en la medida en que constituye además un proceso fundamental, pasa a ser considerado por la constitución nacional como un proceso social, denominándolo el proceso social del trabajo. El hombre requiere del trabajo como único medio para lograr conseguir su sustento y de su grupo familiar, a la vez que contribuye con su esfuerzo físico al fortalecimiento de la economía de un país. Es por ello que el trabajo es, ha sido y será objeto de protección jurídica de acuerdo a la naturaleza del mismo y tomando en consideración el carácter del trabajador, preservándose la dignidad del mismo, respetando sus derechos individuales y colectivos, para proporcionarles los medios necesarios que le permitan elevar su nivel cultural, social, económico y educativo.
   De este modo nació mediante ley habilitante la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, en vigencia desde el día 07 de Mayo del año 2.012, en Gaceta Oficial Extraordinario N° 6.076, la cual en su exposición de motivos conceptúa al trabajo como un hecho social, considerándolo como el proceso social del trabajo, que recoge normas y principios constitucionales, logrando  el pleno desarrollo de las relaciones  de trabajo, la justa distribución de la riqueza, las diferentes modalidades especiales que existen en cuanto a las condiciones especiales de trabajo, la formación colectiva, integral, continua y permanente de los trabajadores y trabajadoras, así como también la protección integral de la familia, de igual forma la creación de las instituciones necesarias para la protección y garantía de derecho al trabajo, pero en mi criterio un aspecto muy importante de suma pertinencia para este trabajo de investigación, lo constituye el establecimiento de sanciones del tipo penal.
   Pudo observarse en esta novísima ley la tipificación de multas, así como también la pena de arresto corporal en los casos en los cuales el patrono infractor o su representante, no cumpla con la obligación de pagar las multas en el lapso establecido en la ley. Esta responsabilidad penal sobre el patrono infractor justifico la realización de la presente investigación, mediante la cual el autor se propuso analizar la responsabilidad penal de éste por el incumplimiento del pago de la multa impuesta.
      En cuanto al contexto metodológico se trató de una investigación analítica, basada en un estudio documental, apoyada en el método deductivo, utilizando como técnica de recolección de la información la observación directa, el fichaje y el resumen; adicionalmente el análisis del contenido y la síntesis. Este trabajo de investigación quedó estructurado en cuatro capítulos a saber: El Capítulo I, titulado El Problema, aquí se analizó el problema objeto de estudio, la caracterización del objeto de esta investigación, los objetivos de la investigación, su alcance y justificación. En el capítulo II, denominado Contexto Teórico, se describieron los antecedentes de la investigación, las bases teóricas que lo sustentaron, los aspectos conceptuales y su fundamentación legal. En el capítulo III definido como Contexto Metodológico, mediante el cual se describió el tipo de investigación, las  técnicas de recolección de la información y el procedimiento seguido, luego el Capítulo IV llamado Contexto Critico el cual abordo un análisis reflexivo sobre el tema tratado en esta investigación, esbozando los aportes que en el nuevo Derecho Penal del Trabajo emergieron al término de esta investigación; de igual forma se han analizado en forma concienzuda las conclusiones y recomendaciones surgidas una vez culminado este trabajo de investigación para finalmente  presentar las referencias bibliográficas consultadas. 
CAPITULO I
EL PROBLEMA
En nuestro país, los trabajadores constituyen el motor de un país, y junto al sector empresarial impulsan el trabajo productivo, lo que genera un avance en el fortalecimiento de la economía nacional, de aquí parte el sistema de seguridad social que les brinda a esos trabajadores una mejor calidad de vida, con la garantía de condiciones de higiene y seguridad laboral en cada puesto de trabajo.
Es por esta razón que de una manera progresiva y a través de los órganos competentes, se ha tratado de proteger al trabajador en sentido amplio, obligando al patrono a garantizar las condiciones de salud, seguridad e higiene laboral adecuados en sus centros de trabajo, creando a tales fines las instituciones que permitan cumplir con esas obligaciones, de hecho el artículo 87 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, establece lo siguiente: 
“Todas las personas tienen derecho al trabajo y el deber de trabajar. El Estado garantiza la adopción de las medidas necesarias a los fines de que toda persona pueda obtener ocupación productiva, que le proporcione una existencia digna y decorosa y le garantice el pleno  ejercicio de este   derecho.  Es fin del 
Estado fomentar el empleo. La ley adoptará medidas tendentes a garantizar el ejercicio de los derechos laborales de los trabajadores y trabajadoras no dependientes. La libertad de trabajo no será sometida a otras restricciones que las que la ley establezca. Todo patrono garantizar a sus trabajadoras y trabajadores condiciones de seguridad, higiene y ambiente de trabajo adecuado. El estado adoptará medidas y creará instituciones que permitan el control y la promoción de estas condiciones”.
En fecha 07 de Mayo del año 2.012 entro en vigencia la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, publicada en la Gaceta Oficial Extraordinario número 6.076, y en su exposición de motivos se lee que ha habido desde el año 1.999 un agotamiento del modelo económico predominante  y la consecuente explosión de crisis estructurales, lo que ha llevado a los gobiernos de muchos países, a ceder ante la tentación de introducir regresiones en cuanto a los derechos de los trabajadores y trabajadoras, incurriendo en evidentes violaciones de derechos fundamentales en el área laboral.
Ahora bien esta novedosa ley en su título IX estableció un sistema sancionatorio donde se tipifican los principios del régimen que permite sancionar al patrono; lo cual se efectuará en estricto resguardo a los principios de legalidad, derecho a la defensa, racionalidad, proporcionalidad y tipicidad. Desglosa los tipos de infracción en que puede incurrir el patrono o su representante; entre ellos tenemos: la forma del pago del salario, los anuncios sobre los horarios de trabajo, los límites a dicha jornada de labores, las disposiciones de las modalidades especiales de condiciones trabajo; disposiciones referidas a trabajadores extranjeros; por acoso laboral o sexual, sobre la normativa de alimentación, participación de los trabajadores en los beneficios, a la inamovilidad laboral, desacato a una orden del funcionario del trabajo, así como también del salario mínimo o a la oportunidad  de pago del salario y las vacaciones del trabajador. De igual forma las infracciones a las disposiciones protectoras de la maternidad, la paternidad y la familia, infracción por fraude o simulación de la relación de trabajo, a las garantías de la libertad sindical y a la negociación colectiva. Adicionalmente la infracción a la obligación de elecciones sindicales o al derecho de afiliación.
Es importante destacar que la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, establece en el artículo 545 los criterios para la fijación de la sanción por infracción del patrono en los términos siguientes: 
Al imponer la multa, el funcionario o la funcionaria que la aplique establecerá el término medio entre el límite máximo y el mínimo, pero la aumentará hasta el superior o la reducirá hasta el inferior según el mérito de las circunstancias agravantes o atenuantes que concurran en el caso concreto, debiendo compensarlas cuando las haya de una u otra especie.

En todo caso también se considerará, la importancia de la entidad de trabajo, el número de personas perjudicadas y cualquiera otra circunstancia que estimare el funcionario respectivo o la funcionaria respectiva con criterio de equidad.
Del contenido de esta norma se deduce que el funcionario de la inspectoría del trabajo respectiva, impondrá el monto de la multa al patrono que haya incurrido en alguna de las infracciones antes indicadas.
En concordancia con este artículo tenemos el referido al incumplimiento del pago de la multa por parte del patrono o su representante en el término establecido a tal efecto, y habiendo sido fijado el monto de la misma de acuerdo al criterio esbozado con anterioridad, es por ello que el artículo 546 establece lo siguiente: 
 “En caso de no poder hacerse efectivas las penas de multas establecidas en este Título, los infractores o infractoras sufrirán la de arresto, entre diez y noventa días. El Inspector o Inspectora del Trabajo solicitará la intervención del Ministerio Público a fin del ejercicio de la acción penal correspondiente”.

 Se observa en este caso que el funcionario de la inspectoría del trabajo debe solicitar la intervención del Ministerio Público, para que éste último ejerza la acción penal que tiene atribuida en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el Código Orgánico Procesal Penal, y la Ley Orgánica del Ministerio Público. Del contenido de esta norma jurídica se observa cómo se criminaliza en esta nueva ley, conductas vinculadas con el ámbito laboral, que en leyes anteriores no eran sancionadas con penas privativas de la libertad, como ocurre en este caso específico cuando por el incumplimiento del pago de la multa el patrono puede ser objeto  de   arresto corporal por un lapso entre diez a noventa días, sanción ésta que según el artículo 17 del Código Penal vigente deberá cumplirse en los establecimientos penitenciarios locales o en cuarteles de policía, según la decisión que tome el tribunal competente para ejecutar la pena de arresto.
Se evidencia que en nuestro sistema sancionatorio venezolano, el cual incluye al Código Penal así como también leyes penales colaterales, es cada vez más frecuente el establecimiento y aplicación simultánea de la multa con la pena de arresto corporal, lo cual a todas luces constituye una vulneración al principio de proporcionalidad y ponderación de los intereses protegidos y afectados por la intervención penal.
Otro aspecto importante en esta ley es que establece el procedimiento para la aplicación de las sanciones por la comisión de alguna de las infracciones respectivas, y las tenemos en el artículo 547 que a tal efecto establece lo siguiente:

Omissis:

 g) Si el multado o la multada no pagare la multa dentro del término que hubiere fijado el funcionario o funcionaria, éste se dirigirá de oficio al Ministerio Público, para que dicha autoridad ordene el arresto correspondiente. En todo caso, el multado o la multada podrá hacer cesar el arresto haciendo el pago.
Ante la inminente sanción de arresto corporal para el patrono, su representante o quien haga sus veces, por incumplir con el pago de la imposición de la multa, el cual deberá ser cumplido en el sitio que a tal efecto dicte el juez competente; la ley permite que haciendo el pago del valor de la multa respectiva, podrá liberarse el patrono de la sanción penal.
También adicionalmente a lo antes expuesto esta ley establece en su artículo 540, en el caso de que un patrono infractor reincida en el hecho que se le imputa, entonces la pena prevista para esa infracción será aumentada en la mitad.
A criterio del autor de este trabajo de investigación, esta ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, tiene un carácter extremadamente coercitivo, muy severo en la imposición de las sanciones por la comisión de infracciones contenidas en ella, las cuales castigan con pena privativa de la libertad al patrono o a su representante cuando éste incumpla con el pago de la multa impuesta. Se materializa de esta manera la proliferación de normas de carácter penal en leyes que no ostentan esta cualidad, como en este caso.
El Derecho Penal del Trabajo goza de una característica común, siendo una nueva disciplina de enorme utilidad en el tratamiento de hechos que revisten carácter penal que son recogidos en nuestra vigente legislación del trabajo. La aparición de nuevas formas de delitos como aquellos que atentan el orden socioeconómico, hace necesario el surgimiento de la tutela penal que justifique la protección de bienes jurídicos, entre los cuales se encuentran aquéllos que violentan derechos de los trabajadores. Es por eso que no todo derecho del trabajador pudiera ser motivo de tipificación de delitos  penales con el fin de protegerlos.   
En nuestra legislación laboral se establecen unas infracciones cometidas por el patrono las cuales ocasionan una sanción de multa que al no ser cumplidas mediante el pago respectivo, permite que el infractor de la norma jurídica sea castigado con la pena de arresto corporal; pero recurrir a la privación de libertad para garantizarla constituye una violación al principio de proporcionalidad que debe existir entre el daño causado y la sanción impuesta, más aún cuando el artículo 02 de nuestra carta magna define al país como un Estado de  justicia social y de derecho.
Ante esta situación planteada, el investigador formulo la siguiente interrogante: ¿Es pertinente la aplicación de la pena de arresto por el incumplimiento del patrono en el pago de la multa impuesta por el funcionario del trabajo de conformidad a lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores?
Objetivos de la investigación
Objetivo General.
Analizar la responsabilidad penal del patrono por el incumplimiento del pago de las multas impuestas por la comisión de infracciones contenidas en la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores.
 Objetivos Específicos:
1.- Explicar la teoría que sustenta el Derecho Penal Laboral.
2.- Determinar los aspectos teóricos y jurídicos sobre el derecho al trabajo de conformidad con la doctrina y la ley.
3.- Describir el procedimiento de imposición de multas previsto en la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores.
4.-Reflexionar acerca de la legalidad de las sanciones penales al patrono por el incumplimiento en el pago de las multas contenidas en Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores.

Justificación de la Investigación
El artículo 87 de nuestra Carta Magna consagra el goce y el ejercicio irrenunciable de los derechos humanos y el de la igualdad ante la ley, sin discriminación alguna, y en cuanto al trabajo, específicamente, contiene una serie de normas jurídicas detalladas, las cuales garantizan el derecho al trabajo así como también el deber de trabajar en un plano igualitario sin distinción de sexos, donde el Estado adoptará las medidas para que toda persona pueda tener una ocupación productiva según sus condiciones, ejemplo de ello lo constituyen las personas de la tercera edad, así como aquéllas que poseen alguna discapacidad, se incluyen de igual forma los derechos laborales de los trabajadores no dependientes.
En otro orden de ideas, en el año 2012 entró en vigencia la nueva Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, y entre otras novedades estableció sanciones de tipo penal para el patrono que incumpla con su obligación de pagar la multa que le haya sido previamente impuesta por el funcionario de la Inspectoría del Trabajo respectiva, con ocasión a la comisión de alguna de las infracciones, las cuales oscilan entre 10 y 90 días de arresto según la ley in comento.
Es por esta razón que el autor decidió llevar a cabo la presente investigación, la cual genero un valioso aporte teórico para el mundo de lo que se conoce como Derecho Penal del Trabajo, en virtud  que  se analizó en forma minuciosa la responsabilidad penal del patrono por el incumplimiento del pago de las multas impuestas por el funcionario respectivo, emitiéndose criterios válidos que contribuyeron a aclarar la problemática planteada, esbozando las diferentes teorías existentes en esta materia, tales como el garantismo penal, generando aportes para los operadores de justicia en esta importante área del derecho.
Por un lado proporciono un aporte jurídico para los estudiantes de pregrado de derecho de las distintas casas de estudios superiores en nuestro país que deseen profundizar sobre este tema tan novedoso, que a su vez sirva de antecedente a sus investigaciones, y también se espera motivar de alguna forma a los legisladores del Parlamento Nacional a fin que revisen el contenido de esta ley especialmente en lo atinente a las sanciones del tipo penal con la imposición de penas de arresto, entre otras causas, por el incumplimiento por parte del patrono en el pago de las multas.
Desde el punto de vista jurídico-doctrinal, la información presentada sirvió de sustento para profundizar conocimientos y despertar procesos de reflexión en la elaboración y análisis de normas jurídicas por parte de nuestros legisladores, los cuales deben estar siempre en concordancia con lo establecido  en  los  principios  constitucionales  dirigidos a  garantizar los derechos   humanos  y   en  virtud  de   las   modernas   teorías   del  derecho contemporáneo, siendo una de ellas el garantismo penal o minimalismo como también se le suele conocer.
Esta investigación permitió hacer aportes dirigidos a las líneas de investigación previamente establecidos por la ilustre Universidad de Carabobo, ya que las reflexiones que emergieron de este trabajo de investigación, dejaron fundamentos teóricos que permiten dar continuidad a la misma temática de estudio en otras investigaciones, a los fines de ofrecer material relevante y criterios contextuales que trasciendan el recinto universitario y logren llegar a otras instituciones del país. 
Vale destacar la gran importancia que revistió la realización de esta investigación, ya que la misma permitió estudiar un problema novedoso, donde se tipifica en nuestra legislación laboral la responsabilidad penal del patrono por negarse a pagar una multa impuesta por el funcionario del trabajo.
Profundizo el autor sus conocimientos sobre el Derecho Penal del Trabajo, el cual goza de características y principios comunes, siendo alguno de ellos, el principio de la norma más favorable, el de la justicia social y el reconocimiento de las desigualdades; entre otros, no obstante, no todo tipo de derecho para el trabajador, puede ser motivo de creación de normas penales con el fin de protegerlas, pues es aquí donde se fundamenta el principio garantista que establece que el derecho penal ha de ser la última razón, en otras palabras, el último recurso a utilizar cuando se tutelan bienes jurídicos, por tratarse de la forma más violenta que tiene el Estado para lograr sus fines, y someter mediante su poder represivo aquellas conductas que se dirigen a obstaculizar dichos propósitos.
CAPITULO II
CONTEXTO TEORICO
En este contexto se recogieron aspectos tales como los antecedentes de la investigación de igual profundidad científica donde se ha tratado el objeto de estudio, así como también las teorías que sustentan el aspecto tratado, conjuntamente con los aspectos conceptuales que articulan los objetivos específicos y con ello la fundamentación legal que soporto dicha investigación. Estos se orientaron con el fin de darle un sustento muy amplio y referencial así como teórico al tema que se investigó.
Antecedentes de la investigación

Cuando un individuo empieza a observar una situación y trata de explicarla, se convierte en forma automática en un investigador, donde por lo general, busca encontrar sentido a una situación planteada. En virtud de ello, cualquier persona puede convertirse en un investigador nato por el simple hecho de curiosear o conocer algo y buscarle una solución a un problema, sacando deducciones, y que para que sean consideradas como verdaderas, se requiere el conocimiento de investigaciones hechas con anterioridad.
Entre algunas de las investigaciones realizadas anteriormente y que guardan relación con el objeto de estudio y que sin duda alguna aportaron elementos de importancia para el desarrollo de esta investigación, se tienen las siguientes:
  Tamarones, (2013) realizó una ponencia denominada: La Pena de Arresto en la nueva Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, con ocasión del 7º  Congreso Internacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, realizado en Porlamar, Estado Nueva Esparta publicada en la Revista de Derecho del Trabajo Nº 15/2013 (Extraordinaria); el propósito de ésta, fue analizar minuciosamente la pena de arresto en la nueva Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores.
En esta ponencia concluye que la imposición de sanción del tipo penal, es decir, las penas de arresto corporal a los patronos o sus representantes por incumplir con sus obligaciones violentan el principio de legalidad consagrado en nuestro texto constitucional, por imponer penas restrictivas de la libertad personal; aunque la misma pena corporal puede cesar con el simple hecho de pagar la multa.   
Escorihuela G. (2013) presentó su trabajo de investigación para optar al título de Magíster en Derecho del Trabajo en la Universidad de Carabobo que tituló: “La Responsabilidad Penal del Patrono en la nueva Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores”. Este trabajo tuvo como objetivo general, analizar las infracciones, así como las penas aplicables al patrono por el incumplimiento de las mismas. Es una investigación descriptiva, documental y jurídica, que concluye indicando que en esta ley del trabajo se impongan penas privativas de libertad para los patronos que incumplan con las obligaciones establecidas en esta ley.
Briceño, W. (2015) presento su presentó su trabajo de investigación para optar al título de Magíster en Derecho Laboral en la Universidad Bicentenaria de Aragua el cual tituló: “Sanciones Penales por Causa de Desacato de la Orden Judicial de Reenganche en Venezuela”. Este trabajo de investigación tuvo como objetivo general analizar las sanciones en materia penal para el patrono o su representante al no acatar la orden judicial de reenganche ordenada por el Juez Laboral competente. Es una investigación descriptiva, documental y jurídica, que concluye señalando que primera vez en nuestra legislación laboral se imponen penas privativas de libertad para los patronos o sus representantes o quien hagas sus veces, que no den cumplimiento voluntario, o mejor dicho desacaten la orden de reenganche emanada de un juez laboral competente de restituir en su sitio de trabajo al trabajador previamente despedido sin justa causa.
Estos trabajos de referencia se asumieron como antecedentes, por cuanto representaron un aporte significativo a la investigación por encontrarse estrechamente vinculados con la misma, y versan sobre la sanción del tipo penal que contempla esta nueva ley.
Aunque ninguno de ellos aborda la temática en forma directa sobre la responsabilidad penal del patrono por el incumplimiento en el pago de la multa, previamente impuesta por el funcionario del trabajo respectivo; lo cual puso en evidencia la originalidad del presente trabajo final de investigación.
Bases Teóricas
El Garantismo Penal
Actualmente no resulta difícil constatar un consenso mayoritario en el pensamiento penal en torno a la necesidad de colocar límites a la potestad punitiva, siendo que resulta ineludible el cumplimiento de una serie de garantías, de allí que se haga referencia a una perspectiva del derecho penal.
Ciertamente, una primera corriente actual del sentido garantista y racionalizador, es la representada por el que ha venido a denominar como derecho penal mínimo o minimalismo penal, que tiene como principal premisa, la necesidad de minimizar el actual sistema punitivo reduciéndolo a los supuestos en que no exista otro medio menos violento con el cual afrontar el problema y cuando éste sea de una gravedad tal, que amerite una respuesta penal que es la más grave prevista por la legislación, pues de no ser así, se estaría incurriendo en una desproporción que según esta tendencia es intolerable, de tal manera que como su propia denominación indica, el minimalismo aboga por un derecho penal restringido a lo mínimo, al comprender que el mismo es particularmente violento. 
En efecto el derecho penal mínimo, al que también se le ha denominado garantismo, cuenta entre sus representantes con el autor italiano Ferrajoli, quien ha explicado su concepción al respecto en su  obra  Derecho y  Razón, indicando que la Teoría del Garantismo Penal en el cual se señala que una de las principales características de esta corriente, es justamente la de exigir el estricto respeto de las garantías ciudadanas, con el objeto de proteger a los ciudadanos del arma penal de la cual dispone El Estado. 

Es por ello que el minimalismo es consciente de lo peligroso que resulta el empleo del derecho penal para intervenir en todas las relaciones sociales, razón por la cual propugna el establecimiento de límites o barreras a la potestad punitiva, que estarían constituidas por las garantías ciudadanas, a las cuales apegarse necesariamente y el Estado, al momento de recurrir a la potestas puniendi en contra de alguno de sus ciudadanos.

Se debe advertir que dicha premisa fundamental puede deducirse de la obra de Beccaria (1992:26), cuando afirmaba que “… las penas que sobrepasan la necesidad de conservar el depósito de la salud pública, son por su naturaleza injustas… “, con lo que el autor entendía, que el derecho a castigar debía encontrarse limitado necesariamente, para no constituirse en arbitrario e irracional.

Sin embargo la crítica que el minimalismo hace del derecho penal al que considera deslegitimado, entiende que el mismo debe mantenerse, es decir, debe continuar existiendo si bien sobre la base de su reducción y nunca de su expansión, tratándose de una especie de mal necesario al que hay que acudir en determinadas situaciones.

La Teoría del Garantismo Penal de Ferrajoli, citado por Rodríguez (2006:72): Es aquella parte de la doctrina que se encarga de establecer los criterios y principios que protegen principalmente los derechos humanos de todas las personas sin importar su condición, además de sus bienes, y también de establecer el criterio a seguir para que la reforma sea la más ajustada a la situación presentada, garantizándole el estado de derecho que debe prevalecer en cualquier sistema democrático.  
Así, resaltan entre los principios y criterios, el principio  de legalidad, las nociones de criminalización y descriminalización de conductas delictivas, los criterios de la reducción de las penas, los principios de limitación formal como el de la legalidad, taxatividad, irretroactividad y los principios de limitación funcional como el de respuesta no contingente, proporcionalidad abstracta, humanidad y proporcionalidad concreta o adecuación del costo social, convirtiéndose éstos en los presupuestos jurídicos criminológicos a considerar a los fines de garantizar la eficacia del derecho penal.

De este modo el garantismo no sólo constituye un modelo normativo del derecho, sino además una teoría jurídica que propugna la validez y la efectividad operando como doctrina de legitimación sobre todo de deslegitimación interna del derecho penal y por fin, una filosofía política basada en la primacía del individuo. De allí pues que el garantismo según Ferrajoli (2008:87):
“Es sabido que el garantismo busca alcanzar una transformación social, lo cual logrará siempre que cuente con dos trabajos excepcionales que deben provenir, uno del Estado y otro de la comunidad de individuos que habitan en ese estado, es decir, que la garantía política de la fidelidad de los poderes públicos y la garantía social de la permanente  vigilancia de los ciudadanos constituyen una forma de democracia directa, que cuando se ejerce conjuntamente se erige como una contra fuerza  social externa al sistema político, que no es excluyente, sino que la complementa a la democracia representativa”.
En este mismo orden de ideas podría decirse, en opinión de Ferrajoli (2008:86) que “… no hay pena sin crimen ni crimen sin ley,ni ley penal sin necesidad , ni necesidad  sin ofensa, ni ofensa sin acción, ni acción sin culpabilidad, ni culpabilidad sin juicio, ni juicio sin acusación ni acusación sin prueba, ni prueba sin defensa…”.  

Por lo tanto el grado de garantismo no es algo que se obtiene desde el principio con solo la lectura de las normas de que se trate, sino que se obtiene a posteriori, debido a que la caracterización de un sistema como garantista, no viene bajo ninguna circunstancia dada de antemano, sino solo después de la confrontación con el modelo.
De allí pues la necesidad del garantismo en el derecho penal, conocido también como de estricta legalidad que se caracteriza en el campo político como una técnica de tutela capaz de minimizar la violencia y maximizar las libertades y jurídicamente como un sistema de vínculos impuestos a la potestad punitiva del Estado garantizando los derechos de los ciudadanos.
Entonces, es garantista para esta concepción, todo sistema penal que se ajuste normativamente a tal modelo y lo satisfaga de manera efectiva, en
el sentido que una constitución puede ser muy de avanzada por los principios y el derecho que establece; no obstante, no pasa de un simple papel si carece de técnicas coercitivas, que permiten el control del poder, siempre respetando los derechos de los ciudadanos.  
En este sentido, es fácil para el investigador haber observado, que la teoría del Garantismo Penal no se ha materializado, desde el momento en que se aprobó vía ley habilitante la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, y tipificó como un delito el incumplimiento en el pago de la multa por parte del patrono; atribuyéndole como sanción una pena de arresto corporal, y en caso que dicho patrono sea reincidente, la pena se incrementará en la mitad, lo que se evidencia en que el Derecho Penal del Trabajo; es un derecho demasiado represivo y sancionador.  

Aspectos Conceptuales
Estos aspectos constituyeron el soporte principal del estudio, ya que en ellos se logró ampliar la descripción del problema, permitió integrar la teoría con la investigación y establecer sus interrelaciones, como bien lo expresan Palella y Martins (2006:67):
Esta parte de la investigación fue de gran importancia, por cuanto permitió ubicar dentro de un contexto de ideas y planteamientos, el estudio realizado, se destacó la estrecha relación entre la teoría, la práctica, el proceso de investigación y el entorno.
De igual forma Hernández, Fernández y Baptista (2000), destacan que el marco teórico viene a cumplir una serie de funciones dentro de un estudio, como es el de ayudar a prevenir errores que se han cometido en trabajos anteriores, y también a orientar la forma como ha de realizarse el estudio, sin embargo, en función de lo expuesto por dichos autores, a continuación se desarrollaron los aspectos conceptuales de la investigación en función de los objetivos específicos planteados. 
EL DERECHO AL TRABAJO
El trabajo es una condición de existencia del hombre, en el sentido que la persona puede dedicarse al desarrollo de la profesión, industria, comercio, u otra actividad que más le acomode, siempre y cuando no esté impedido por decisión judicial, ni se ataquen derechos de terceros, ni se viole alguna norma jurídica; es por estas razones que el trabajo debe cumplir con una serie de elementos.
Siendo así, el trabajo tiene como objeto crear elementos que permitan atender necesidades al ser considerado como el medio más idóneo para sostener la economía así como también los recursos necesarios que la civilización va generando. En atención a ello, el trabajo es objeto de protección jurídica, la cual se otorga de acuerdo con la naturaleza y atendiendo al carácter del trabajador. De igual forma debe preservarse su dignidad humana, considerada como el respeto a su persona y proporcionarle los medios necesarios para la elevación del nivel cultural, social y económico, propios de la familia.
 Por ello es importante destacar que el trabajo en sentido jurídico es el ejercicio lícito de facultades intelectuales y físicas en beneficio propio o ajeno, el cual presupone una retribución considerada como equivalente al salario, siendo definido por Zapata (1999:8):
Como actividad humana consciente, predominantemente material o intelectual, permanente o temporal, dinámica o pasiva, siempre remunerada, que una persona natural o jurídica ejecuta en beneficio de otra a la cual está subordinada, en cumplimiento de un contrato de trabajo expreso o presunto. 
De la definición expuesta debe efectivamente el derecho al trabajo ser una actividad humana por cuanto la misma siempre es realizada por el hombre, quien sabe lo que hace, por qué y para que lo hace, tratándose de una actividad predominantemente material o intelectual por cuanto en la misma intervienen ambos esfuerzos, pudiendo ser permanente o temporal y realizada mediante la utilización de diferentes movimientos corporales.
Ahora bien, este autor define al derecho del trabajo de la manera siguiente:
Es el conjunto de preceptos de orden público regulador de las relaciones jurídicas que tienen por causa el trabajo por cuenta propia y bajo dependencia ajena, con el objeto de garantizar a quien lo ejecuta su pleno desarrollo como persona humana, y a la comunidad, la efectiva integración del individuo en el cuerpo social y la regulación de los conflictos entre los sujetos de esas relaciones.
En cuanto a la naturaleza jurídica del trabajo, tal y como lo expresa Rodríguez, (2006:34); 

Dos posiciones antagónicas se han mostrado en la doctrina para determinar la naturaleza del derecho del trabajo,  pues  de  un  lado se colocan quienes descubren 
aspectos del derecho público en las relaciones regidas por esta rama del derecho, mientras que otro sector, atendiendo más bien al carácter particular de los sujetos de la relación y al interés privado perseguido por los mismos al contratar, prefiere ubicarlo dentro del derecho privado.

Tomando en consideración la doctrina más divulgada, las reglas del derecho público están destinadas a normar las relaciones jurídicas entre sujetos colocados en planos desiguales, de supraordinación, dentro de las cuales los deberes jurídicos-privados tienen su fundamento en un mandato y no en una sumisión voluntaria. En el derecho privado, las partes están colocadas en un plano de igualdad jurídica y contrariamente a lo que sucede en el campo del derecho público, en este caso los deberes que emergen de la relación, provienen de una autolimitación de los poderes jurídicos correspondientes a cada una de ellas.
Así como es el pago de impuestos y el servicio militar obligatorio, constituyen obligaciones que dimanan de un poder soberano superior al individuo a quien la regla es dirigida, el pago del precio de la compraventa realizada, del cánon de arrendamiento o del salario, son ejemplos de obligaciones entre partes equiparadas jurídicamente, las cuales de modo voluntario, las van asumiendo con las modalidades de tiempo, modo y lugar libremente convenidas.
Es por ello,   que  en  el  derecho  público como un  sistema normativo en el que  el  interés  del  Estado  se  acentúa, se pueden  ubicar  numerosas legislaciones del trabajo, en especial aquellas que no rigen una relación jurídica bilateral de acreedor y de deudor, por ser en realidad el Estado mismo o la comunidad, el titular del interés tutelado, constituyendo un ejemplo de ello la obligatoriedad del idioma castellano, tal como lo dispone  el artículo 14 de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, el cual textualmente establece:
“El idioma oficial en la República Bolivariana de Venezuela es el castellano, los idiomas indígenas también son de uso oficial para los pueblos indígenas y deben ser respetados en todo el territorio de la República Bolivariana de Venezuela, por constituir patrimonio cultural de la Nación y de la humanidad. En consecuencia las órdenes, instrucciones, manuales de formación y capacitación, entrenamiento y formación laboral y, en general, todas las disposiciones que se comuniquen a los trabajadores y a las trabajadoras, serán en idioma castellano o indígena según sea el caso. Cuando por razones de tecnología sea necesaria la aplicación de un idioma distinto, llevará el equivalente en idioma castellano, o traducidos a sus idiomas para uso de los pueblos indígenas”.

Así mismo existen también reglas tendientes a garantizar las libertades de comercio, las cuales se encuentran previstas en el artículo 27, así:
“El noventa por ciento o más de los trabajadores y de las trabajadoras al servicio de un patrono o una patrona, que ocupen un mínimo de diez, deben ser venezolanos o venezolanas. Así mismo, las remuneraciones del personal extranjero, no excederán del veinte por ciento del total de las remuneraciones pagadas al resto de los trabajadores y de las trabajadoras. Se requerirá la nacionalidad venezolana para ejercer ciertas responsabilidades, tales como: jefes de relaciones industriales, de personal, capitanes de buque, aeronaves, capataces  o  quienes ejerzan funciones análogas, sin que esto pueda considerarse como una discriminación”.

Al lado de ellas coexiste en cambio, todo el conjunto de normas de manifiesto privatista, por cuanto están dirigidas a regular las relaciones patrimoniales entre sujetos de derecho privado, como son el patrono y el trabajador, tales como la duración de la jornada de trabajo, el monto, lugar, y modo de pago del salario, la remuneración de las horas extraordinarias, las ventajas reconocidas por el hecho del trabajo al empleado u obrero contratado, como el transporte, primas por hijos, el derecho a comprar en comisariatos de la empresa, entre otras , que como se dijo anteriormente, constituyen un interés puramente privado de los sujetos de la relación, amparado por el derecho al trabajo. Así lo expresa Rodríguez, (2002:89);
“Debe distinguirse cierto aspecto de la situación que parece inducir a error, cuando se trata de ubicar en un campo jurídico preciso la disciplina laboral, aludiendo al hecho que los preceptos dictados sobre jornada máxima, salario, horas extras, transporte, son de imperioso cumplimiento, no obstante estar proyectadas hacia el interés particular de las dos partes celebrantes de la vinculación”. 
Tales normas son de orden público, es decir, dictadas por la comunidad para alcanzar determinados fines superiores, declarados de utilidad general y tienen por misión, sustraer ciertas materias del arbitrio de los sujetos vinculados, cuya conducta queda rígidamente enmarcada en la dirección de dichas normativas, a despecho de la interferencia del Estado en la esfera de la autonomía  de  la  voluntad de  las  partes, esos preceptos son de derecho privado, desde luego que como se ha señalado, van dirigidos a sujetos y a intereses específicamente particulares, aunque éstos sean del Estado o de un ente público, siempre que no ejerzan en la relación poderes políticos o soberanos.
Por el fenómeno denominado de socialización del derecho, es extraño el negocio que no revele explícitas manifestaciones del interés general, expresado en normas de orden público, las relaciones nacidas del matrimonio, del arrendamiento de inmuebles y de la explotación de la tierra, bajo cualquier modalidad de pacto entre el dueño del fundo y el campesino sujeto de la reforma agraria, sirven de ejemplos de contratos que nadie duda en ubicar en el campo del derecho privado, a pesar de la incidencia de preceptos de cumplimiento forzoso. 
En atención a las consideraciones señaladas con anterioridad y de la discusión que se ha venido planteando a nivel de doctrina en cuanto a la naturaleza jurídica del derecho al trabajo, en el sentido de determinar si es de orden público o privado, este autor concluye desde su punto de vista que el mismo no puede ser calificado en ninguna de estas ramas tradicionales, ya que está constituido por reglas convergentes de derecho público y privado, es decir, se trata de un híbrido, tratándose de una rama del derecho que ha pasado por diversas etapas.
Es importante señalar que el derecho al trabajo encuentra asidero jurídico en tratados internacionales, en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en la nueva Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, por lo cual a continuación se hará una breve exposición tal y como lo ordena nuestra carta magna.
El Derecho al Trabajo en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.
Nuestro sistema jurídico laboral tiene un carácter tutelar del ser humano, que para vivir y desenvolverse a plenitud, necesita  ejercer habitualmente en forma subordinada o dependiente una ocupación remunerada, siendo su fin inmediato hacer posible el ejercicio de esa actividad profesional en condiciones que garanticen la vida, la salud y un desarrollo físico normal, el descanso, la instrucción y el perfeccionamiento profesional, el resguardo de la moral y las buenas costumbres  y por último el goce de ciertos beneficios económicos y sociales considerados indispensables para una vida decorosa.
Es por ello que nuestra carta magna garantiza el goce y el ejercicio irrenunciable de los derechos humanos y la igualdad ante la ley, sin discriminación alguna, sobre el trabajo; contiene específicamente una serie de normas detalladas. En efecto, la carta magna consagra el derecho al trabajo y el deber de trabajar en un plano de igualdad entre hombres y mujeres, y asegura que el Estado adoptará medidas para que toda persona pueda tener ocupación productiva y adaptada a sus condiciones, en el caso de las personas de la tercera edad, así como también personas con alguna discapacidad o necesidades especiales, y para el ejercicio de los derechos laborales por los trabajadores no dependientes.  Es así como el artículo 87 de nuestra Carta Magna establece:
“Todas las personas tienen derecho al trabajo y el deber de trabajar. El Estado garantiza la adopción de las medidas necesarias a los fines de que toda persona puede obtener ocupación productiva, que le proporcione una existencia digna y decorosa y le garantice el pleno ejercicio de este derecho. Es fin del Estado fomentar el empleo. La ley adoptará medidas tendentes a garantizar el ejercicio de los derechos laborales de los trabajadores y trabajadoras no dependientes. La libertad de trabajo no será sometida a otras restricciones que las que la ley establezca. Todo patrono garantizará a sus trabajadores y trabajadoras condiciones de seguridad, higiene y ambiente de trabajo adecuado. El Estado adoptará medidas y creará instituciones que permitan el control y la promoción de estas condiciones”.

De este modo, el constituyente reconoció el derecho y el deber que tienen todas las personas a trabajar, obligando al Estado a garantizar la ejecución de medidas indispensables, mediante las cuales éstas puedan obtener una ocupación productiva, obligándose al patrono a garantizar a sus trabajadores condiciones de salud, seguridad, higiene y un ambiente adecuado de trabajo.
Es importante señalar que la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, establece en su artículo 26 lo siguiente: “Toda persona tiene el derecho al trabajo y el deber de trabajar de acuerdo a sus capacidades y aptitudes, y obtener una ocupación productiva, debidamente remunerada que le proporcione una existencia digna y decorosa…”.

Lo que deja claro que el trabajo tiene por finalidad obtener una remuneración mínima que satisfaga las necesidades básicas del trabajador y de su familia, que le permita una vida digna y decorosa, de conformidad a sus capacidades y a su aptitud, es por ello que esta ley extiende este derecho a las personas que presentan alguna discapacidad, con la obligación que tienen los patronos de emplear en la nómina un determinado porcentaje de este tipo de trabajadores.

Aunado a esto nuestro texto constitucional consagra el trabajo del hogar como una actividad económica que crea valor agregado, produce riqueza, bienestar social y declara además que las amas de casa tendrán derecho a la seguridad social de conformidad a la ley, es decir, considera al trabajo como un hecho social, colocado bajo la protección del Estado.
En términos similares el artículo 88 constitucional establece el ejercicio del derecho al trabajo, en concordancia con el artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos al indicar que:
“El Estado garantizará la igualdad y equidad de hombres y mujeres en el ejercicio del derecho al trabajo. El Estado reconocerá el trabajo del hogar como actividad económica que crea valor agregado y produce riqueza y bienestar social. Las amas de casa tienen derecho a la seguridad social de conformidad con la ley”.
Es preciso decir que el artículo 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, consagra el derecho al trabajo como un hecho social al establecer lo siguiente:
“El trabajo es un hecho social y gozará de la protección del estado. La ley dispondrá lo necesario para mejorar las condiciones materiales, morales e intelectuales de los trabajadores y trabajadoras. Para el cumplimiento de esta obligación del Estado se establecen los siguientes principios:1. Ninguna ley podrá establecer disposiciones que alteren la intangibilidad y progresividad de los derechos y beneficios laborales. En las relaciones laborales prevalece la realidad sobre las formas o apariencias.2.Los derechos laborales son irrenunciables. Es nula toda acción, acuerdo o convenio que implique renuncia o menoscabo de estos derechos. Sólo es posible la transacción y convenimiento al término de la relación laboral, de conformidad con los requisitos que establezca la ley.3. Cuando hubiere dudas acerca de la aplicación o concurrencia de varias normas, o en la interpretación de una determinada norma, se aplicará la más favorable al trabajador o trabajadora. La norma adoptada se aplicará en su integridad.4. Toda medida o acto del patrono o patrona contrario a esta constitución es nulo y no generará efecto alguno.5. Se prohíbe todo tipo de discriminación por razones de política, edad, raza, sexo o credo o por cualquier otra condición.6.-Se prohíbe el trabajo de adolescentes en labores que puedan afectar su desarrollo integral. El Estado los protegerá contra cualquier explotación económica y social”.
Es evidente pues que el texto constitucional ordena que la ley mejore las condiciones laborales de los trabajadores, sobre la base del principio de progresividad e intangibilidad de los beneficios laborales, la primacía de la realidad sobe las formas o apariencias, la irrenunciabilidad de esos derechos; la aplicación de la norma más favorable al trabajador; prohíbe la discriminación en el trabajo por cualquier causa, y adicionalmente no permite que los adolescentes realicen labores que afecten su desarrollo integral.
Así también, el artículo 18 de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores establece que:”

“El trabajo es un hecho social, el cual goza de la protección como proceso fundamental para alcanzar los fines del estado, así como también la satisfacción de las necesidades materiales, morales e intelectuales del pueblo, y la justa distribución de la riqueza, siendo que la interpretación y aplicación de la ley deberá regirse por los principios de justicia social y solidaridad, intangibilidad y progresividad de los derechos y beneficios laborales e irrenunciabilidad de éstos, sumado a la prohibición de todo tipo de discriminación fundadas en razones de edad, raza, sexo o condición social, prohibiendo finalmente el trabajo de adolescentes en labores que puedan afectar en cualquier forma su desarrollo integral”.
Contiene además normas sobre seguridad, higiene y ambiente de trabajo, jornada de trabajo, descanso semanal y vacaciones remuneradas, salario eficiente, salario mínimo, igualdad salarial, participación en los beneficios de la empresa, inembargabilidad y pago del salario, prestaciones sociales por antigüedad y cesantía, estabilidad en el trabajo, responsabilidad del trabajo prestado a través de intermediario o contratistas, sin perjuicio de la responsabilidad de éstos, responsabilidad del empleador en caso de simulación o fraude destinado a desvirtuar, u obstaculizar la aplicación de la legislación laboral, libertad sindical y protección de la inamovilidad para promotores y responsables sindicales, negociación colectiva y solución de conflictos laborales, huelga, y el derecho de crear asociaciones de carácter social y cooperativo. Es importante señalar que nuestra carta magna, contiene un capítulo dedicado a los derechos indígenas, incluidos los derechos a servicios de formación profesional y de capacitación, y los que establece la legislación laboral, es por ello que en el artículo 119 reconoce la existencia de estos pueblos así como su organización política, social, económica, culturas, usos y costumbres, idiomas y religiones, de igual forma su  hábitat y derechos originarios sobre las tierras que ancestralmente han ocupado resultando de vital importancia el artículo 123 que establece lo siguiente:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y promover sus propias tácticas económicas basadas en la reciprocidad, la solidaridad y el intercambio, sus actividades productivas tradicionales, su participación en la economía nacional y a definir sus prioridades. Los pueblos indígenas tienen derecho a servicios de formación profesional y a participar en la elaboración, ejecución y gestión de programas específicos de capacitación, servicios de asistencia financiera que fortalezcan sus actividades económicas en el marco del desarrollo sustentable. El  Estado  garantizará a los trabajadores y las trabajadoras pertenecientes a los pueblos indígenas el goce irrenunciable de los derechos que le confiere la ley”. 

En otras palabras queda claro que el Estado debe ofrecer garantías suficientes a los trabajadores pertenecientes a los pueblos indígenas, que deben estar en sintonía con sus propias prácticas económicas fundamentadas en la solidaridad y el intercambio, así como también en la reciprocidad. 
Finalmente el texto constitucional prevé una serie de normas a partir del artículo 90 las cuales consagran otros aspectos tales como el derecho de toda persona al amparo de los tribunales en el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, aún de aquellos inherentes a la persona que no figuren expresamente en dicho texto o en instrumentos internacionales sobre derechos humanos, haciendo referencia a la jornada de trabajo, el derecho a un salario eficiente, el cual es inembargable y se pagará periódicamente y en forma oportuna el derecho a las prestaciones sociales, y a constituirse libremente sin distinción alguna y sin necesidad de autorización previa en organizaciones sindicales.
Un aspecto sumamente importante de resaltar a los fines de este trabajo de investigación es el correspondiente a la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores contenido en el Título IX denominado de las Sanciones y que textualmente establece en su artículo 521 lo siguiente:

Régimen Sancionatorio por Infracción: 
“Las infracciones a las disposiciones de esta Ley, serán objeto de las sanciones establecidas en este Título, sin perjuicio de las acciones administrativas, civiles y penales a que hubiere lugar”.
Este régimen sancionatorio es algo novedoso en nuestro sistema laboral pues tipifica las sanciones que se les impondrá a los infractores de esta ley, sin perjuicio de que la aplicación de las mismas conlleve a su vez alguna responsabilidad de tipo administrativo, civil y penal, si hubiere lugar.
Ahora bien, en el artículo 522 de la ley in comento se establecen de igual manera los principios por los cuales se ha de regir este régimen sancionatorio, siendo del tenor siguiente: “La sustanciación y decisión del procedimiento que dé lugar a la sanción, se efectuará en estricto resguardo de los principios de legalidad, el derecho a la defensa, racionalidad, proporcionalidad y tipicidad”.
        Es evidente que dichos principios para la sustanciación y la decisión respectiva del procedimiento para la imposición de la multa por la comisión de alguna de las infracciones contenidas en esta ley, se encuentran encuadradas perfectamente en los principios establecidos en nuestro texto constitucional vigente. Pero es preciso mencionar las infracciones tipificadas en esta ley que dan origen a la imposición de un procedimiento de multa por parte del Inspector del trabajo respectivo, siendo éstas las siguientes:

	Articulo
	DESCRIPCION
	MULTA

	523
	 Infracción a la forma de pago del salario
	De 30 A 60 Unidades Tributarias

	524
	 Infracción al anuncio sobre los horarios
	De 30 A 60 UT

	525
	 Infracción al límite de la jornada de trabajo
	De 30 A 60 UT

	526
	Infracción  a las disposiciones en modalidades especiales de condiciones de trabajo 
	De 30 A 60 UT

	527
	Infracción a las disposiciones sobre trabajadores extranjeros (as)
	De 30 A 60 UT

	528
	Infracción  por acoso laboral o sexual
	DE 30 A 60 UT

	529
	Infracción a la normativa sobre alimentación
	De 60 A 120 UT

	530
	Infracción a la normativa sobre participación en los beneficios
	De 60 A 120 UT

	531
	Infracción a la inamovilidad laboral
	De 60 A 120 UT

	532
	 Infracción por desacato a una orden del funcionario del trabajo 
	De 60 A 120 UT

	533
	Infracción al salario mínimo, oportunidad de pago del salario y las vacaciones
	DE 120 A 360 UT

	534
	Infracción a las disposiciones  protectoras de la maternidad ,paternidad y la familia
	De 120 A 360 UT

	535
	Infracción  por fraude o simulación de la relación de trabajo
	De 120 A 360 UT

	536
	Infracción  de las garantías a la libertad sindical
	De 120 A 360 UT

	537
	Infracción de las garantías a la negociación colectiva
	DE 120 A 360 UT


SANCIONES POR INFRACCIONES DE LA LOTTT
Fuente: Ley Orgánica del Trabajo Las trabajadoras y Los Trabajadores.

Tiene perfectamente tipificada esta ley un conjunto de infracciones las cuales acarrean un procedimiento de imposición de multas para el patrono, sus representantes o quien haga sus veces las cuales varían unas de otras teniendo un monto mínimo así como también uno máximo. 
Ahora, es pertinente indicar los criterios para la fijación de la sanción al patrono por la infracción cometida y en ese sentido el artículo 546 establece lo siguiente: 
“Al imponer la multa, el funcionario o la funcionaria que la aplique establecerá el término medio entre el límite máximo y el mínimo, pero la aumentará hasta el superior o la reducirá hasta el inferior según el mérito de las circunstancias agravantes o atenuantes que concurran en el caso concreto, debiendo compensarlas cuando las haya de una u otra especie. En todo caso también se considerará, la importancia de la entidad de trabajo, el número de personas perjudicadas y cualquiera otra circunstancia que estimare el funcionario respectivo o la funcionaria respectiva con criterio de equidad”.
En otras palabras para imponer el valor de la multa a aplicar, el funcionario del trabajo deberá sumar ambos límites establecidos en la ley para cada tipo de infracción y dividirlas entre dos; lo cual determinará lo que se conoce como término medio, y tomará en consideración  las circunstancias atenuantes, o sea, aquellas que tiendan a favorecer al infractor, en cuyo caso de existir  le permitirán sufrir una reducción de la multa  a  su límite mínimo, pero  en  caso  contrario, de  existir  circunstancias agravantes por parte del infractor; el funcionario del Trabajo respectivo podrá aplicar el valor máximo de la multa por la infracción cometida. Tomará en cuenta a los fines de la imposición de la multa al infractor aspectos como la importancia de la entidad de trabajo, así como el número de personas perjudicadas, o cualquier otra circunstancia siempre con un criterio de equidad.
Procedimiento para la aplicación de las sanciones previsto en la ley orgánica del trabajo, las trabajadoras y los trabajadores:
A tales fines esta nueva ley dispone del procedimiento que debe cumplir el funcionario del trabajo con el fin de imponer la multa al patrono por la comisión de algunas de las infracciones contenidas en la ley; es así como en su artículo 547 establece lo siguiente: 
El procedimiento para la aplicación de las sanciones estará sujeto a las normas siguientes:
a) El funcionario o funcionaria de inspección que verifique que se ha incurrido en una infracción levantará un acta circunstanciada y motivada que servirá de iniciación al respectivo procedimiento administrativo y que hará fe, hasta prueba en contrario, respecto de la verdad de los hechos que mencione.
       Se refiere al hecho que cuando el funcionario de inspección verifique por cualquier medio que el patrono o su representante ha incurrido en alguna infracción de esta ley, levantará un acta indicando las circunstancias de modo tiempo  y  lugar,  debidamente  motivada  la  cual  servirá  de  inicio  al procedimiento administrativo, y su contenido será fehaciente salvo prueba en contrario, respecto de la verdad de los hechos antes indicados.
En ese orden de ideas el literal b del artículo 547 establece lo siguiente.
“Dentro de los dos días hábiles de levantada el acta, el funcionario o funcionaria remitirá sendas copias certificadas de la misma a los presuntos o presuntas infractores o infractoras”.
      Una vez levantada dicha acta de inicio del procedimiento administrativo el funcionario respectivo remitirá copias certificadas al presunto infractor, para que éste tenga en conocimiento que se dio inicio a un procedimiento administrativo en su contra por la comisión de alguna infracción de la ley, esto tiene como finalidad cumplir con el debido proceso.
Dentro de los cinco días hábiles siguientes al recibo de la copia del acta, el presunto infractor o presunta infractora podrá formular ante el funcionario o la funcionaria los alegatos que juzgue pertinentes. Si éstos se hicieren verbalmente, el funcionario o la funcionaria los reducirá a escrito en acta que agregará al expediente, la cual será firmada por el funcionario o la funcionaria y el exponente o la exponente, si sabe y puede hacerlo. Si notificado el presunto infractor o la presunta infractora, no concurriere dentro del lapso señalado en este literal, se le tendrá por confeso o confesa, se dará por terminada la averiguación y se decidirá dentro de los dos días hábiles siguientes.

En este lapso de tiempo el presunto infractor en forma escrita o verbal podrá explicar ante el funcionario del trabajo respectivo; todos los alegatos a su favor a los fines de desvirtuar el contenido del acta, en caso de hacerlo oralmente el funcionario lo reducirá a un acta la cual agregará al expediente, y firmará tanto el exponente si sabe hacerlo. Ahora en el caso que el infractor una vez notificado no concurra dentro del lapso legal se le tendrá por confeso, terminará la averiguación y el funcionario del trabajo decidirá dentro de los dos días hábiles siguientes la multa a pagar.
 Siguiendo con el literal D del artículo 547 el cual establece:
Dentro de los tres días hábiles siguientes al vencimiento del plazo previsto en el literal anterior, los presuntos infractores o infractoras promoverán y evacuarán las pruebas que estimen conducentes, conforme al derecho procesal del trabajo.
       Vencido el plazo descrito en el literal anterior, dentro de los tres días hábiles siguientes podrá el infractor promover y evacuar las pruebas que consideren pertinentes, de acuerdo a la ley procesal del trabajo, a los fines de demostrar la veracidad de los hechos investigados.
 “Dentro de los tres días hábiles siguientes al vencimiento del lapso previsto en el literal anterior, y en todo caso, inmediatamente después de vencido alguno de los lapsos concedidos a los presuntos infractores o infractoras para hacer alegatos en su defensa, o para promover y evacuar pruebas, sin que lo hayan hecho, el funcionario o la funcionaria respectivo dictará una resolución motivada, declarando a los presuntos infractores o infractoras responsables o no de las infracciones de que se trate. En el caso que se les declare infractores o infractoras, les impondrá en la misma resolución la sanción correspondiente, y expedirá la planilla de liquidación a fin de que consigne el monto de la multa dentro de un término de cinco días hábiles”.
El funcionario del trabajo dispone de tres días hábiles siguientes al vencimiento del literal anterior, para dictar una resolución motivada donde se declare responsable o no al presunto infractor, en el caso que se le declare culpable al infractor, le  impondrá en esa  misma  resolución  la  sanción  respectiva, así como también expedirá la planilla de liquidación con el fin que el infractor pague el monto de la multa en el lapso de cinco días hábiles, y adquiere de esta manera el carácter de multado.
Continúa el literal f del citado artículo 457 indicando lo siguiente:

  “El multado o la multada debe dar recibo de la notificación y de la planilla a la cual se refiere el literal e) de este artículo, y si se negare a ello se le notificará por medio de una autoridad civil, la cual deberá dejar constancia de este acto, para todos los efectos legales”.
El multado debe dar recibo de haber sido notificado de la planilla de liquidación de la multa impuesta, y si se negare a hacerlo se le notificará a través de alguna autoridad civil, dejando constancia de este acto, y que surtirá efectos legales para todos los trámites posteriores.
Por otro lado, ahora se presenta un problema mayor, y es el hecho que en la práctica, algunas Inspectorías del Trabajo, apenas reciben la denuncia de un trabajador, inmediatamente la Sala de Fuero remite una solicitud a su homóloga de Sanciones indicando “una propuesta de sanción” en contra del denunciado patrono por la supuesta infracción de la norma sustantiva laboral. Todo ello sin una providencia definitiva condenatoria del Inspector Jefe, lo que sin duda conlleva al pago de una multa ilegal, y que su incumplimiento derivaría en tal caso en una pena de arresto doblemente ilegal e inconstitucional, por inobservancia del procedimiento  que  establece  la  Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores para esos casos; es decir, que el funcionario o funcionaria de inspección debe verificar previamente que se ha incurrido en una infracción, levantar un acta circunstanciada y motivada que servirá de iniciación al respectivo procedimiento administrativo y que hará fe, hasta prueba en contrario, respecto de la verdad de los hechos que mencione; de manera que, tal verificación debe ocurrir no cuando la inspectoría del trabajo emite la orden primigenia de restituir la situación jurídica infringida, sino una vez verificado que en efecto ocurrió una infracción, bien sea porque hubo un reconocimiento por parte del patrono al momento de ser notificado del acto, o en caso de haber oposición y se abra un procedimiento de pruebas, la providencia que resuelva la oposición sea condenatoria para el patrono. Como punto de gran relevancia con la presente investigación se tiene al literal G del artículo 547 el cual textualmente establece:
“Si el multado o la multada no pagare la multa dentro del término que hubiere fijado el funcionario o funcionaria, éste se dirigirá de oficio al Ministerio Público, para que dicha autoridad ordene el arresto correspondiente. En todo caso, el multado o la multada podrán hacer cesar el arresto haciendo el pago”.
Es preciso comentar que la misma ley establece los recursos legales de los cuales puede hacer uso el multado con el fin de recurrir a la sanción impuesta y en atención a ello el artículo 548 establece lo siguiente:

De la sanción impuesta podrá recurrirse:
a) Cuando la haya impuesto un funcionario delegado o funcionaria delegada de una Inspectoría, por ante el Inspector respectivo o Inspectora respectiva.

b) Cuando la haya impuesto el Inspector o la Inspectora directamente, por ante el Ministro o la Ministra del Poder Popular con competencia en la materia del trabajo.

En todo caso, el recurso será decidido dentro de cinco días hábiles contados desde la llegada del expediente a la alzada, pudiendo las partes hacer breves informes escritos. Al decidirse, podrá confirmarse o revocarse la sanción, o modificarse su monto.
Proporciona esta ley los recursos legales para que el patrono multado, intente ante el superior jerárquico del funcionario que impuso la multa respectiva, a los fines que dicha autoridad confirme, revoque el monto de la misma, o la modifique; estos recursos jerárquicos contra los actos administrativos están contenidos en el artículo 95 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos.
Sanciones penales por el incumplimiento del patrono en el pago de la multa impuesta:
Nuestra legislación laboral sustantiva ha experimentado avances significativos en  los  últimos años, partiendo de  la normativa contenida en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de que el trabajo es considerado como un hecho social, y en consecuencia por ser una ley muy garantista ha establecido un régimen sancionatorio para el patrono, con el fin de lograr que las infracciones cometidas por éste o sus representantes, después de un procedimiento debidamente sustanciado conforme a derecho, se determine por parte del funcionario del trabajo respectivo, que el patrono es responsable y en consecuencia le impone la multa pecuniaria, y en caso que el patrono incumpla con el pago de la misma, o sea que se haga ilusoria esta obligación en el lapso previsto a tal efecto, es causal suficiente para que el Inspector del Trabajo solicite la intervención del Ministerio Público a los fines del ejercicio de la acción penal correspondiente. Ahora bien, el Código Penal en su artículo 30 define a la multa como una sanción del tipo pecuniaria y consiste en pagar una suma líquida que se determina en la sentencia por parte del órgano respectivo del fisco nacional, estadal o municipal. Esta pena puede llegar a convertirse en una pena privativa de la libertad mediante la conversión de la multa en arresto.  Existe una estrecha vinculación entre el derecho penal y el laboral, ya que a nivel mundial se ha considerado necesaria la participación de los órganos de administración de justicia   penal   para   conocer   aquellos   asuntos tendientes a asegurar  el cumplimiento de la ley laboral, es por esta razón que el artículo 546 de la Ley Orgánica,  del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, establece lo siguiente:

      “ En caso de no poder hacerse efectivas las penas de multas establecidas en este Título, los infractores o infractoras sufrirán la de arresto, entre diez y noventa días. El Inspector o Inspectora del Trabajo solicitará la intervención del Ministerio Público a fin del ejercicio de la acción penal correspondiente”.
Llama poderosamente la atención, como el legislador, en el artículo 547, literal “G” de la ley ejusdem, mantuvo la pena corporal por el desacato al pago de la multa dentro del término fijado para ello, cuya disposición se encontraba establecida en la derogada Ley Orgánica del Trabajo del año 1.997,la cual  en el artículo 647, literal “G”; conserva casi intacto el contenido del mencionado artículo, con la salvedad que en vez de ordenar recurrir a un juez de municipio o parroquia para la imposición de la pena, esta vez ordena acudir al Ministerio Público para lograr su cometido.
El tenor del artículo 647 literal “g” de la derogada Ley Orgánica del Trabajo de 1.997, era el siguiente:
Artículo 647. El procedimiento para la aplicación de las sanciones estará sujeto a las normas siguientes:
…Omissis…
g) Si el multado no pagare la multa dentro del término que hubiere fijado el funcionario, éste se dirigirá de oficio al Juez de Municipio o Parroquia del lugar de residencia del multado, para que dicha autoridad le imponga el arresto correspondiente. En todo caso, el multado podrá hacer cesar el arresto haciendo el pago”.
Ahora bien, sin querer profundizar en la especialidad de quienes ejercen la materia penal, cuando una persona se encuentra privada de libertad, el único caso en que se otorga una medida cautelar sustitutiva de libertad a través de un pago, es aquella en la que un juez le solicita fiadores que económicamente avalen la libertad del individuo con sujeción al proceso de prosecución penal al cual se encuentra obligado, en cualquier otro caso estaríamos tarifando la libertad de una persona, lo que a todas luces es una situación que atenta contra los derechos constitucionales del individuo.
Para el caso del artículo 547, precedentemente citado, el incumplimiento del pago de la multa impuesta acarrea para los infractores arresto entre diez y noventa días, tal como lo establece el artículo 546 eiusdem. En este sentido Tamarones (2013:317) afirma lo siguiente:
“En todo caso, en ambos artículos mencionados, pareciesen advertir que la inspectoría del trabajo sólo remite la competencia para ordenar el arresto como un órgano auxiliar del Ministerio Público, omitiendo el legislador, que tal actividad no la ejerce éste último, pues simplemente no le está atribuida esa facultad puesto que la misma la ejerce es un Juez Penal; el Ministerio Público tiene la función  de   iniciar un proceso de investigación previo, y en caso de  considerar  procedente  la  aplicación  de  la   multa     por  haber incurrido el patrono en una conducta prohibida y sancionada por la ley, previa imputación al patrono por el hecho ilícito cometido, presentar la acusación respectiva ante un Juez de Primera Instancia en funciones de Control, y éste remitirlo a uno de Juicio con la misma competencia para que, previo debate oral y público, imponga la pena corporal en caso de considerar al acusado culpable”.
En este sentido el literal G del artículo 547 de esta ley faculta al fiscal del Ministerio Público para imponer el arresto respectivo, sin fórmula de juicio, es por ello que Rossell (2013:107) expresa lo siguiente:
“Se debe advertir que no puede imponerse sanción alguna sin el debido proceso, principio que se viola con esta disposición, pues si bien es cierto que para la imposición de la multa se cumplió con el debido proceso administrativo por parte del funcionario del trabajo, luego para convertir esa pena pecuniaria en una privativa de libertad debe cumplirse con las normas procesales penales, siendo únicamente el juez penal el que puede intervenir para coartar legítimamente la libertad del ciudadano”.

     Es evidente pues que el órgano administrativo del Trabajo no tiene competencia para aplicar directamente la pena de arresto al patrono infractor, así como tampoco puede ejecutar forzosamente sus propias decisiones, para ello debe acudir ante el Ministerio Público quien tiene la facultad de ejercer la acción penal, pero que no tiene potestad para imponer penas privativas de libertad tal y como lo señala el artículo anterior. Lo legal es llevar al patrono infractor a una audiencia especial de presentación ante un tribunal de primera instancia en funciones de control y éste último podrá remitirlo al juez de juicio respectivo, con las garantías previstas en el Código 
Orgánico Procesal Penal, y éste último, determinará el tiempo y el lugar donde deberá cumplir dicho arresto.
   En virtud que la multa es impuesta por un órgano administrativo diferente al Poder Judicial, el juez competente tiene la obligación de revisar las pruebas y las razones que el funcionario tuvo para imponerla, ya que si fue impuesta de manera arbitraria sin reunir los requisitos previstos en los literales a), b), c), d) ,e) y f) del artículo 547 de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, en este caso el juez no deberá realizar la conversión y tampoco privar de la libertad al infractor. La sanción penal solamente se justifica cuando se ha lesionado o se ha puesto en peligro un bien jurídico tutelado por una norma jurídica; no debe aplicarse una pena por la simple desobediencia a la orden de la autoridad. En esta ley se han tipificado delitos que ameritan pena de arresto, en este sentido el artículo 17 del Código Penal venezolano establece lo siguiente:
“El arresto se cumplirá en los establecimientos penitenciarios locales o en los cuarteles de policía, según lo determine el tribunal ejecutor de la sentencia, sin que en ningún caso pueda obligarse al condenado a trabajar contra su voluntad. Sin embargo, cuando lo disponga expresamente la ley, se cumplirá el arresto en fortaleza o establecimiento penitenciario. Esta pena comporta la suspensión, mientras se cumple, del empleo que ejerza el reo”.
    El legislador es claro cuando ordena que el sujeto condenado cumpla con el arresto en los establecimientos penitenciarios locales o en los cuarteles de policía, siendo éstos últimos los que mayor aplicación tienen en la práctica, en este caso no puede obligarse al condenado a trabajar contra su  voluntad, teniendo como pena accesoria la suspensión del empleo que ejerce el reo mientras cumple la condena, la cual impide al penado su desempeño con derecho a continuar en él; una vez terminada ésta.   
 ILEGALIDAD DEL ARRESTO POR INCUMPLIMIENTO EN EL PAGO DE MULTAS 
Ya en nuestro país existía un pronunciamiento de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia sobre la inconstitucionalidad de la disposición que establece la pena de arresto por no pagar la multa impuesta; obvió por completo la comisión presidencial designada para elaborar la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, al momento de tipificar esta pena en el nuevo texto laboral, la sentencia de la Sala Constitucional N° 380 del expediente N° 06-1379, de fecha 07/03/2007,con ponencia de la magistrada Luisa Estela Morales Lamuño,que desaplicó el art. 647 en su literal G, de la derogada Ley Orgánica del Trabajo del año 1.997, en la que revisó y halló en derecho la decisión del Juzgado Décimo Cuarto de Municipio de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual ejerció la potestad de control difuso de la constitucionalidad de las  leyes  que le confiere a todos los Tribunales de la República el primer aparte del artículo 334 constitucional, y desaplicó la norma prevista en el artículo 647 literal “g” de la Ley Orgánica del Trabajo, con base al siguiente fundamento:
 “ (…) a los fines de garantizar la integridad de la constitución de acuerdo a lo pautado en el encabezado del artículo 334, y atribuida la facultad a este Despacho de inaplicar las leyes y otras normas del mismo rango, cuando  considere que son inconstitucionales a través del control difuso planteado en el primer aparte del arriba citado artículo, en el caso de autos, este Tribunal por cuanto determinó que existe incompatibilidad entre el contenido del artículo 44, ordinal 1 y 49 ordinales 1 y 4 de la Constitución, con la norma jurídica contenida en el literal ‘g’ del artículo 647 de la Ley Orgánica del Trabajo, al otorgarle al Juez de Municipio una competencia ad hoc, para imponer el arresto al infractor en caso de incumplimiento al pago de la multa impuesta por la Administración Pública, conforme a lo establecido en el primer aparte del artículo 334 de la Carta Magna, no aplica al presente caso el literal ‘g’ del artículo 647 de la Ley Orgánica del Trabajo, puesto que dicha norma jurídica colide con las disposiciones constitucionales arriba citadas (…)”.

Consideraciones de la Sala Constitucional
La Sala Constitucional del  máximo tribunal de la República entró a analizar si efectivamente la imposición de la sanción de arresto y, como consecuencia  la privación de libertad, por no cumplir con el pago de la multa impuesta de conformidad a la derogada Ley Orgánica del Trabajo, requiere un análisis de ponderación y necesidad de tal medida coercitiva, como exigencia aplicable a todas las medidas preventivas que puede adoptar la Administración, que obliga a que las mismas estén en consonancia con los fines que persigue, de manera que éstas no culminen, en una decisión desigual o discriminatoria, privativa de los derechos de los ciudadanos, o que imponga cargas más gravosas para cumplir con las exigencias del interés general. Considerando al respecto lo siguiente:
 “(…) esta Sala debe concluir que el artículo 647, literal g, de la Ley Orgánica del Trabajo, viola el derecho al juez natural, establecido en el artículo 49.4 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, interpretado de manera congruente con lo establecido en el artículo 44.1 eiusdem. Así se decide.””.
 “(…) en caso del no cumplimiento de la multa impuesta se aplicará el mecanismo de ejecución forzosa de los actos administrativos, establecido en el artículo 80 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, en virtud de la desproporción que genera la imposición de la sanción.” 
“(…) en caso de resultar infructuosa la satisfacción de la multa y las posteriores sanciones en caso de no haber cumplido con la primera de éstas, podrá la Administración ejecutar las mismas mediante el procedimiento de ejecución de créditos fiscales, establecido en el Código de Procedimiento Civil. Así se decide.”
“(…) a raíz del presente fallo se establece con carácter vinculante la inconstitucionalidad del arresto sustitutivo por la no cancelación de la multa (…)”.
Por una parte, la nueva Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores estableció a quien corresponde ejercer la titularidad de la acción penal en estos casos, al señalar  en forma acertada al Ministerio Público, a quien le está atribuida esta función; pero la comisión presidencial designada para redactar esta ley  obvió las consideraciones sistemáticas que hizo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, respecto a las otras formas de ejecutar el pago de las multas; cuya naturaleza es constreñir al obligado en el cumplimiento de la providencia administrativa que ordena restablecer el derecho infringido por el patrono; si correspondiese hacer una comparación con el procedimiento de estabilidad y el cumplimiento de  la  sentencia respecto  a  la  misma providencia, se  puede   evidenciar   que   el incumplimiento del pago de los salarios caídos es separado de la orden de reenganche, coaccionando al patrono en ambos casos con procedimientos distintos, en el cual no es aplicado para ambos casos la pena de arresto. Sin embargo, el aspecto definitivo y concluyente es la declaratoria de inconstitucional de la pena de arresto por el incumplimiento por parte del patrono en el pago de la multa.
 En este escenario atípico, vale la pena hacer una deducción lógico-racional respecto de la norma en cuestión, ya que pareciera que el legislador, en la pena de arresto por incumplimiento en el pago de la multa, hizo prevalecer la capacidad económica sobre los derechos del individuo, lo cual a todas luces conforme a los principios y valores constitucionales reseñados en el precedente fallo, en base al principio de supremacía constitucional, tal como lo estableció la sala, lo que a todas luces resulta desproporcionado, irracional, injusto, arcaico con el desarrollo actual de nuestro derecho, amén de lo discriminatorio y denigrante desde el punto de vista del ser humano.

Respecto a la ejecución de los actos administrativos por parte de la administración pública, debemos tener en cuenta para este caso el contenido del artículo 80 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos que establece lo siguiente:
 “La ejecución forzosa de actos por la administración se llevará a cabo conforme a las normas siguientes: Cuando se trate de actos susceptibles de ejecución indirecta con respecto al obligado, se procederá a la ejecución, bien por la administración o por la persona que ésta designe, a costa del obligado. Cuando se trate de actos de ejecución personal y el obligado se resistiere a cumplirlos, se le impondrán multas sucesivas mientras permanezca en rebeldía y, en el caso de que persista en el incumplimiento, será sancionado con nuevas multas iguales o mayores a las que se le hubieran aplicado, concediéndole un plazo razonable, a juicio de la administración, para que cumpla lo ordenado. Cada multa podrá tener un monto de hasta diez mil bolívares (Bs.l0.000, 00), salvo que otra ley establezca una mayor, caso en el cual se aplicará ésta”.
“En caso de que un infractor o una infractora al que se refieren los artículos anteriores reincida en el hecho que se le imputa, la pena prevista para la infracción se aumentará en la mitad”.
En este caso se ha previsto la reincidencia como una circunstancia que tiene como efecto aumentar la pena, en términos similares en lo que respecta al Código Penal.  La reincidencia es la situación de una persona que vuelve a incurrir en un delito después de haber sido condenado por otro. De ahí, que la extensión de los crímenes repetidos y el aumento de los individuos que se habitúan a cometerlos o viven de los productos del delito como si se trataran de una profesión adoptada, presta hoy gran atención a los problemas de la aplicación y tratamiento de la reincidencia. En este orden de ideas, es importante señalar que un hombre puede cometer varios delitos, siendo que unas veces un mismo propósito los une, bien porque el mismo delito constituye varias figuras de delito que sería un concurso ideal, o bien, porque uno de ellos sea el medio para cometer el otro o se encuentren relacionados entre sí como antecedente, no obstante, en otros casos el individuo delinque varias veces en forma sucesiva, es decir, recae en la comisión de delitos, entonces se dice que hay, o bien concurso real y reiteración o reincidencia en el delito. De lo expuesto no cabe duda que la reincidencia tal y como lo señala Chiossone (1986; 68):

“Fue apreciada desde los primeros tiempos como un agravante de responsabilidad, sin que se diera en legislación alguna mayor trascendencia a este concepto que la de estimarle como un motivo para la imposición de la pena más grave, sin embargo, no siempre opinaron así los tratadistas que abordan esta materia”.
Ahora bien, acerca de sus causas, algunos autores como Mendoza (s/f; 84), señalan que:
“Unas son generales, provenientes de la defectuosa concepción y aplicación de las leyes penales, que no convienen o sirven para luchar contra la criminalidad, y otras especiales, que se ubican en las dificultades encontradas por los liberados de las penitenciarías y prisiones para encontrar un trabajo o regenerarse en el continuo trato que tuvieron en las cárceles con delincuentes acostumbrados a cometer delitos, cuyos métodos aprenden y quieren poner en práctica, y en la consideración de delincuente en que se tiene al reincidente, que realmente debe ser estimado como un delincuente especial”.    
Respecto de su funcionamiento, se discute si debe la reincidencia estimarse como una causa de agravación de la penalidad o como causa de agravación de la imputabilidad, en este sentido, las legislaciones adoptan uno u otro fundamento, por ejemplo, como lo expresa Grisanti (1998; 192):

“En el Código Penal español de 1.928 se colocó la reincidencia entre las circunstancias agravantes genéricas, en el italiano, y en el venezolano, se sitúa en un título aparte como causal general de agravación de ciertos delitos únicamente, mientras que en alemán, sueco y húngaro, es causa de agravación de los hechos punibles contra la propiedad”.    
Hay un aspecto de singular importancia a considerar, es la diferencia entre el estado de reiteración de la reincidencia, mientras en éste otro, la segunda infracción se comete después de la primera, al contrario, los delitos cometidos simultánea o sucesivamente, no están separados por ninguna condena, además, porque la reincidencia agrava la responsabilidad en el segundo delito cometido y la reiteración da lugar, bien  a  la  aplicación  de  la  pena que corresponde al, delito más grave, a una acumulación jurídica, de ahí que la reiteración es en nuestro Código Penal vigente, un concurso de delitos. 
Sistema Aplicable en la Reincidencia:
   Según los sostenedores de este sistema, la reincidencia no debe constituir una agravación de la responsabilidad en el segundo delito, porque sería condenar dos veces a un mismo reo, con manifiesta violación del principio general del derecho non bid in edem, por lo tanto, al segundo delito sólo corresponde la pena que tiene señalada.
Un segundo sistema propugna lo contrario, es decir, que la reincidencia debe atenuar la responsabilidad, porque la comisión de un segundo delito sólo demuestra la insuficiencia de las leyes y de la sociedad parar prevenir  y corregir la delincuencia, en consecuencia, se evidencia la inutilidad en el sistema de las penas, sobre esta situación Roeder citado por Mendoza(s/f;371) afirmaba: “que el ladrón se interna en una prisión, se pone en contacto con delincuentes avezados, sale más corrompido y dispuesto a continuar robando, la sociedad contribuye a la corrupción por deficiencia del tratamiento penitenciario”. 
También está el sistema de la escuela positiva, la cual rechaza para la reincidencia la noción de agravante de la responsabilidad, porque para la reincidencia en el delito es un síntoma que puede servir para una valoración de peligrosidad, pero no siempre sucede así, de ahí la distinción que hace de delincuentes primarios y reincidentes y dentro de éstos los delincuentes por tendencia, habituales o profesionales, en donde el delincuente habitual o profesional debe ser tratado en forma distinta que el primario o el simple reincidente.
    En este sentido, dice Garofalo citado por Chiossone (1986:189) que según esta escuela:
“La reincidencia no tiene un valor absoluto, sino un indicio de temibilidad, que puede ser completado con la naturaleza e importancia del delito precedente. En ciertos casos la reincidencia prueba la incorregibilidad del delincuente, su insensibilidad a la amenaza penal o a la ausencia completa de sentimientos altruistas; en otros casos, nada prueba y sólo debe tomarse en cuenta para mudar el género de sanción aplicado antes, que ha resultado ineficaz con relación a este individuo, y sancionarlo con otra que en él no se ha experimentado aún, la reincidencia, pues, es un elemento de valuación de la personalidad del delincuente para su inclusión entre los peligrosos, habituales, profesionales o de otra categoría y su especial tratamiento”.  
De acuerdo con esta teoría, en la actualidad no puede continuarse admitiendo que el reincidente sea un criminal ordinario que añada otro delito por los que anteriormente fue castigado, sino que, es un  delincuente de una naturaleza especial, que tiene su género especial de vida, y que pertenece a una categoría determinada al cual sus recaídas sucesivas le hacen entrar en ciertos momentos en la clase social que se ha llamado siempre peligrosa, que debe ser regida por disposiciones especiales de la ley, cuyos individuos exigen la no apreciación objetiva del delito nuevamente realizado, sino la del peligro social que proviene del carácter de este criminal y de su modo de ser peculiar. 
Fundamentación Legal
     Los fundamentos legales, según el Manual para la Elaboración, Presentación y Evaluación del Trabajo Final de Investigación de los Programas de Postgrado de la Universidad Bicentenaria de Aragua (2011:51): Son el conjunto de proposiciones que fundamentan y explican aspectos significativos del tema o problema en estudio, y lo sitúan dentro de un área específica o determinada del conocimiento “. En este sentido, en este trabajo de investigación ellos fueron producto de una revisión de las normas, leyes y códigos consultados, lo que permitió al autor realizar una confrontación de la siguiente normativa jurídica. 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela
Del texto constitucional se tomaron en consideración una serie de normas que guardan estrecha vinculación con esta investigación, siendo la primera el artículo 49 numeral 7mo.. : ”Ninguna persona podrá ser sometida a juicio por los mismos hechos en virtud de los cuales hubiese sido juzgada anteriormente”.
Por otro lado, el artículo 87 establece el derecho y el deber de trabajar, así: 
“Todas las personas tienen derecho al trabajo y el deber de trabajar. El Estado garantiza la adopción de las medidas necesarias a los fines de que toda persona pueda obtener ocupación productiva, que le proporcione una existencia digna y decorosa y le garantice el pleno ejercicio de este derecho. Es fin del estado fomentar el empleo. La ley adoptará medidas tendentes a garantizar el ejercicio de los derechos laborales de los trabajadores y trabajadoras no dependientes. La libertad de trabajo no será sometida a otras restricciones que las que la ley establezca. Todo patrono debe garantizar a sus trabajadoras y trabajadores condiciones de seguridad, higiene y ambiente de trabajo adecuado. El estado adoptará medidas y creará instituciones que permitan el control y la promoción de estas condiciones”.
El artículo 88 de nuestra Carta Magna garantiza en concordancia con el artículo 21 la igualdad y equidad de mujeres y hombres en el ejercicio del derecho al trabajo:
“El Estado garantizará la igualdad y equidad de hombres y mujeres en el ejercicio del derecho al trabajo. El Estado reconocerá el trabajo del hogar como actividad económica que crea valor agregado y produce riqueza y bienestar social. Las amas de casa tienen derecho a la seguridad social de conformidad con la ley”.

De suma importancia para la realización de esta investigación es el contenido del artículo 89 de nuestra Carta Magna, que textualmente establece al respecto:
 “El trabajo es un hecho social y gozará de la protección del estado. La ley dispondrá lo necesario para mejorar las condiciones materiales, morales e intelectuales de los trabajadores y trabajadoras. Para el cumplimiento de esta obligación del Estado se establecen los siguientes principios:1. Ninguna ley podrá establecer disposiciones que alteren la intangibilidad y progresividad de los derechos y beneficios laborales. En las relaciones laborales prevalece la realidad sobre las formas o apariencias.2.Los derechos laborales son irrenunciables. Es nula toda acción, acuerdo o convenio que implique renuncia o menoscabo de estos derechos. Sólo es posible la transacción y convenimiento al término de la relación laboral, de conformidad con los requisitos que establezca la ley.3. Cuando hubiere dudas acerca de la aplicación o concurrencia de varias normas, o en la interpretación de una determinada norma, se aplicará la más favorable al trabajador o trabajadora. La norma adoptada se aplicará en su integridad.4. Toda medida o acto del patrono o patrona contrario a esta constitución es nulo y no generará efecto alguno.5. Se prohíbe todo tipo de discriminación por razones de política, edad, raza, sexo o credo o por cualquier otra condición.6.-Se prohíbe el trabajo de adolescentes en labores que puedan afectar su desarrollo integral. El Estado los protegerá contra cualquier explotación económica y social”.

Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores:
De esta ley se debió tomar en consideración una serie de normas, partiendo del artículo 1 que establece el objeto de la misma en los términos siguientes: 

“Esta Ley tiene por objeto proteger al trabajo como hecho social y garantizar los derechos de los trabajadores y de las trabajadoras creadores de la riqueza socialmente producida, y sujetos protagónicos de los procesos de educación y trabajo para  alcanzar   los   fines   del  Estado  democrático  y  social  de derecho y de justicia, de conformidad con la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y el pensamiento del padre de la patria Simón Bolívar. Regula las situaciones y relaciones jurídicas derivadas del proceso de producción de bienes y servicios, protegiendo el interés supremo del trabajo como proceso liberador, indispensable para materializar los derechos de la persona humana, de las familias y del conjunto de la sociedad, mediante la justa distribución de la riqueza, para la satisfacción de las necesidades materiales, intelectuales y espirituales del pueblo”.
De igual forma se desarrolló el contenido del artículo 521 referido al Régimen Sancionatorio por Infracción, el cual establece lo siguiente: “Las infracciones a las disposiciones de esta Ley, serán objeto de las sanciones establecidas en este Título, sin perjuicio de las acciones administrativas, civiles y penales a que hubiere lugar”.
También se abordó el artículo 522 donde están contenidos los principios que rigen ese nuevo sistema sancionatorio, y en consecuencia: “La sustanciación y decisión del procedimiento que dé lugar a la sanción, se efectuará en estricto resguardo de los principios de legalidad, el derecho a la defensa, racionalidad, proporcionalidad y tipicidad”.
Así mismo quedo establecido el incumplimiento del pago de la multa por parte del patrono, que fue el objeto de este trabajo de investigación y que dio origen a la responsabilidad penal del patrono; en ese sentido el artículo 546 de la comentada ley el cual establece lo siguiente:

 “En caso de no poder hacerse efectivas las penas de multas establecidas en este Título, los infractores o infractoras sufrirán la de arresto, entre diez y noventa días. El Inspector o Inspectora del Trabajo solicitará la intervención del Ministerio Público a fin del ejercicio de la acción penal correspondiente”.
Se desarrolló igualmente el artículo 547 donde se analiza el procedimiento para la aplicación de las sanciones, y en ese sentido tenemos lo siguiente:
G) Omisiss..”  ) “Si el multado o la multada no pagare la multa dentro del término que hubiere fijado el funcionario o funcionaria, éste se dirigirá de oficio al Ministerio Público, para que dicha autoridad ordene el arresto correspondiente. En todo caso, el multado o la multada podrá hacer cesar el arresto haciendo el pago”.
Es preciso indicar que el artículo 548, establece los recursos legales que tiene el patrono cuando le es impuesta una multa, establece textualmente:

De la sanción impuesta podrá recurrirse:

a) Cuando la haya impuesto un funcionario delegado o funcionaria delegada de una Inspectoría, por ante el Inspector respectivo o Inspectora respectiva.

b) Cuando la haya impuesto el Inspector o la Inspectora directamente, por ante el Ministro o la Ministra del Poder Popular con competencia en la materia del trabajo.

También se desarrolló el artículo 540 que establece la reincidencia, aspecto éste muy novedoso en la ley y a tal efecto:
                      “Reincidencia. En caso de que un infractor o una infractora al que se refieren los artículos anteriores reincidan en el hecho que se le imputa, la pena prevista para la infracción se aumentará en la mitad”.

Código Penal Venezolano.
Los artículos 100,101 y 102, contienen la reincidencia genérica, específica y la multireincidencia, y establece lo siguiente: 
                     “El que después de una sentencia condenatoria y antes de los diez años de haberla cumplido o de haberse extinguido la condena, cometiere otro hecho punible, será castigado por este con pena comprendida entre el término medio y máximum de la que le asigne la ley”.
                                                         CAPITULO III
CONTEXTO METODOLÓGICO

Tipo de Investigación:
Este trabajo final de investigación se planteó como propósito principal analizar la responsabilidad penal del patrono por el incumplimiento en el pago de la multa. Por esta razón, dentro de este marco y para haber logrado estos fines, fue pertinente plantear la naturaleza de la investigación, así como también el tipo de investigación, las técnicas de recolección de información y el procedimiento que permitió alcanzar los objetivos fijados con anterioridad.
Esta investigación encuadro perfectamente en el tipo jurídico-dogmático, ya que se obtuvo una serie de conocimientos novedosos sobre este tema, y fue a partir del análisis de informaciones recolectadas y registradas en diferentes fuentes consultadas, sobre ésta Witker (1997:59) plantea lo siguiente:“ Una investigación jurìdico-dogmàtica, es aquella que concibe el problema jurídico, desde una perspectiva formalista, descontando todo elemento fáctico o real que se relacione con la institución, norma jurídica o estructura legal en cuestión”.
Este tipo de investigación está basado en el estudio de la ley y la doctrina, pretende dar las soluciones jurídicas adecuadas a los problemas que plantea la vida social de nuestra época, muy dinámica. Implica de igual forma la necesidad de profundizar el análisis de dichos problemas con el objeto de adecuar el ordenamiento jurídico vigente a las transformaciones sociales que suceden en el país.

Este trabajo de investigación estuvo enmarcado en el tipo documental, el cual según Piñango,(2007:56), “… es aquella cuya estrategia está basada en el análisis de datos, obtenidos de diferentes fuentes de información, tales como informes de investigaciones, libros, monografías y otros materiales informativos”.
 Es por ello, que se hace necesario citar el manual de Trabajos de Grado de Especialización y Maestría y Tesis Doctorales de la Universidad Pedagógica Experimental Libertador (U.P.E.L.) (2010:6), en el cual se define la investigación documental de la siguiente manera:
                     “El estudio de problemas con el propósito de ampliar y profundizar el conocimiento de su naturaleza, con apoyo, principalmente, en trabajos previos, información y datos divulgados por medios impresos, audiovisuales o electrónicos. La originalidad del estudio se refleja en el enfoque, criterios, conceptualizaciones, reflexiones, y en general, en el pensamiento del autor.”
Conforme con lo expuesto por los autores anteriormente citados, se pudo claramente vincular la investigación dogmática con la investigación documental, ya que en ambas se utilizaron fuentes estrictamente formales, como textos, leyes, jurisprudencias, sentencias, entre otras.
Ahora bien, la investigación analítica es definida por el Manual de la Universidad Bicentenaria de Aragua (ob cit)  
                     “que aquellos estudios que tratan de entender las situaciones en términos de sus componentes. Intenta descubrir los elementos que conforman cada totalidad y las interconexiones que explican su integración…esta investigación implica la síntesis posterior de lo analizado”.
En este caso se analizó la responsabilidad penal del patrono por el incumplimiento en el pago de las multas, según la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores.
Método

“El método es el conjunto de procesos que el hombre ha de emprender durante una investigación a los fines de lograr la demostración de la verdad, por lo que para Méndez (2005:143):
“El método permite organizar el procedimiento lógico, general por seguir en el conocimiento y llegar a la observación, descripción y explicación de la realidad”.
En virtud de ello, el método que se empleó para desarrollar este trabajo de investigación fue el deductivo, mediante el cual según lo indica el Manual para la Elaboración, Presentación y Evaluación del Trabajo Final de Investigación de los Programas de Postgrado de la Universidad Bicentenaria de Aragua (2011:45):” se aplican los principios referidos a casos particulares, a partir de un enlace de juicios. El papel en la investigación es doble. Primero consiste en encontrar principios desconocidos a partir de los conocidos”.
Por ello es que suele afirmarse, que a través del método deductivo se pasa de lo general a lo particular, es decir, que partiendo de unos enunciados de carácter universal y utilizando instrumentos científicos se infieren enunciados particulares. 
Técnicas de recolección y Análisis de la Información
En cuanto a estas técnicas de recolección, Arias (2006:111), opina que: 
” Son las distintas formas o maneras de obtener la información”, mientras que los instrumentos para esta misma autora “…son los medios materiales que se emplean para recoger y analizar la información”, tales como fichas, formatos de cuestionario, guías de entrevista, grabador, hojas de resumen, entre otros”. 
A los fines de dar cumplimiento a los objetivos planteados en esta investigación, se aplicaron técnicas fundamentalmente documentales, basadas en el manejo e interpretación de la normativa legal vigente relacionadas directamente con el tema, que en el presente caso se analizó la responsabilidad penal del patrono por el incumplimiento en el pago de la multa según la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, con apoyo de las diferentes fuentes jurídicas escritas como textos especializados, investigaciones, jurisprudencias, sentencias, comentarios, e investigaciones previas, se utilizó las bondades de los medios electrónicos, especialmente la Internet, con el objeto de ampliar la información, haciendo uso de las técnicas del subrayado, fichaje, remarcado entre otras, así como también la utilización de la computadora con sus distintas unidades de almacenaje de la información.

Procedimiento:


     En este trabajo de investigación se diseñó un plan que permitió guiar al investigador de una manera muy práctica al logro de sus objetivos propuestos, conservando una estructura y un orden, de allí que este trabajo se realizó de conformidad a las siguientes fases:
1.- Recolección de la información: En esta fase se realizó una profunda búsqueda de material vinculado con el tema seleccionado, ello mediante visitas a bibliotecas y centros de información, con el propósito de poder obtener la información necesaria para la compilación de una bibliografía general acerca del tema a desarrollar, es decir, listados de títulos de obras y documentos en general, tales como publicaciones periódicas, revistas especializadas, prensa escrita, folletos, artículos derivados de eventos especiales entre ellos foros, seminarios, ponencias, y también trabajos previos de investigación, e informaciones surgidas a través de internet.
Luego se abordó la bibliografía seleccionada con instrumentos apropiados al mundo de la investigación como lecturas analíticas y críticas del material informativo, resúmenes y la elaboración de fichas bibliográficas y de contenido, con los datos relevantes sobre el tema investigado.
2.- Organización y actualización de la información. Luego de haber efectuado el acopio de toda la información, así como realizada la elaboración de las fichas y en general, haber seleccionado, sintetizado y analizado el material bibliográfico, éstos se conservaron adecuadamente para facilitar su uso, de seguidas se aplicó un sistema de clasificación que permitió ubicar los datos de acuerdo a su relevancia, pertinencia y relación con el tema objeto de estudio. También fue necesaria la elaboración de un fichero, el cual sirvió de base para la organización del trabajo y además facilito la clasificación del material, además se agilizo su posterior jerarquización e interpretación.
3.- Aplicación de técnicas de análisis y organización: Esta tarea consistió en la elaboración de un esquema final que permitió orientar la redacción del trabajo de investigación, conforme a los datos más útiles que fueron recolectados. 
4.- Análisis lógico de la información: A partir de la elaboración del esquema de trabajo y de la información recopilada, se analizaron los datos de forma lógica y pertinente a los fines de determinar su validez interna y externa para precisar su consistencia dentro del estudio, la cual conllevo a la selección de la información utilizada en el desarrollo de la investigación.
5.- Redacción del Trabajo: Una vez que los datos recolectados fueron analizados, se dio inicio a la redacción del trabajo de investigación en función al esquema previamente elaborado.
6.- Comunicación de los resultados: En esta fase se presentaron los resultados y hallazgos sobre el tema y se realizaron las conclusiones a las cuales llego el investigador, tomando como referencia los documentos y la bibliografía especializada, así como también la jurisprudencia y sentencias correspondientes y los análisis realizados por el autor.
7.- Recomendaciones: Aquí se presentaron las recomendaciones que a juicio del investigador surgieron al finalizar este trabajo de investigación, a los diputados del Parlamento Nacional venezolano, así como también a los Inspectores del Trabajo de todo el país; a todos los profesionales del derecho y por ultimo a todos los estudiantes de derecho de las distintas casas de estudios superiores en nuestro país. 
CAPÍTULO IV
CONTEXTO CRÍTICO 
Análisis Reflexivo

Con la promulgación de la Ley Orgánica del Trabajo, de los Trabajadores y las Trabajadoras, aparecieron nuevas formas delictivas consideradas como atentatorias del orden socioeconómico que violentan derechos de los trabajadores, constituyendo uno de estos casos el incumplimiento por parte del patrono o de quien haga sus veces en pagar la multa que previamente le haya sido impuesta por el Inspector del Trabajo respectivo, lo cual está tipificado y sancionado en los artículos 546 y 547, de esta ley, y que consiste en que el patrono cometa una infracción de las contenidas en dicha ley, en cuyo caso deberá ser penado con arresto corporal cuya pena oscila entre 10 a 90 días, y en caso de que sea reincidente, según el artículo 540, de la misma ley la pena prevista para la infracción se aumentará en la mitad.
Ante todo el autor de este trabajo de investigación considera necesario reiterar su posición, en el sentido que no está de acuerdo con que la relación laboral, a los fines de ser garantizada, esté enmarcada en el ámbito del derecho penal, en virtud de que el principio garantista que rige a este derecho, ha de ser la última razón, es decir, el último recurso a utilizar cuando se protegen bienes jurídicos tutelados, pues el sistema penal es la reacción más violenta que tiene el Estado para lograr sus fines y someter mediante su poder represivo aquellas conductas que se dirigen a lesionar los bienes jurídicos más importantes como son la vida y la libertad individual.

En este sentido, en las consideraciones expuestas por parte del investigador, no se opone a que el Estado no tutele los intereses de los trabajadores, pero debe hacerlo de una manera menos severa y radical, atendiendo al principio de lesividad, principio éste que indica que debe existir una proporcionalidad entre el bien jurídico tutelado y el daño ocasionado, siendo que en el caso de incumplimiento en el pago de la multa impuesta al patrono o su representante o a quien haga sus veces, por parte del inspector del trabajo respectivo, lo que se castiga es el mero incumplimiento de dicho pago de la multa, es decir, que se infringe un deber hacia el ordenamiento jurídico impuesto por el operador de justicia, en tal caso, a criterio del autor de este trabajo de investigación, lo que se configura es un injusto acto administrativo, tal como ocurría en la ley derogada, y no un ilícito penal.
En este caso, la sanción aplicable es la de una pena corporal restrictiva de la libertad, como es el arresto de 10 a 90 días, lo que se traduce como una privación de libertad, pues el Código Penal en su artículo 17, señala que el arresto se deberá cumplir en los establecimientos penitenciarios locales o en los cuarteles de policía según lo determine el tribunal ejecutor de la sentencia, pudiendo cumplirse también en fortaleza o establecimiento penitenciario, comportando como pena accesoria la suspensión del empleo que ejerza el reo mientras cumple la condena.

Además cuando se trate de patronos asociados, esta misma pena le deberá ser impuesta a los instigadores, figura jurídica ésta que como se expresó con anterioridad, ha sido objeto de discusión por parte de la doctrina, en virtud que algunos autores como Mendoza y Arteaga, la ubican como sinónimo de autoría, tal como lo dispone el Código Penal en su artículo 83, cuando expresa que cuando varias personas concurren en la ejecución de un delito, cada uno de los perpetradores y cooperadores inmediatos quedarán sujetos a la pena correspondiente al hecho perpetrado, señalando además que en la misma pena incurre el que ha determinado a otro a cometer el hecho.
Mientras que otro sector de la doctrina patria, dentro de los que se destaca Longa Sosa, en su Código Penal Comentado, enmarcan a la instigación en el artículo 84, en su numeral 2, que se refiere a dar instrucciones o suministrar medios, en cuyo caso la pena correspondiente al hecho punible deberá ser rebajada por mitad. Considera el autor de este trabajo de investigación, que el legislador en la Ley Orgánica del Trabajo, de las Trabajadoras y los Trabajadores, en el artículo 538, cuando estableció que los instigadores a la infracción sufrirán la misma pena que se le deberá aplicar al patrono que incumpla con el pago de la multa, se apegó a lo pautado en el artículo 83 del Código Penal.

Pero es que además, la Ley Orgánica del Trabajo, de los Trabajadores y las Trabajadoras, ha previsto expresamente en el artículo 540, que en el supuesto de que el patrono haya reincidido al cometer la misma infracción como es incumplir el pago de la multa impuesta, la pena prevista se aumentará en la mitad, consagrándose en este caso la sanción en caso de reincidencia de manera más severa a la prevista en el Código Penal, el cual en el artículo 100, prevé que en caso de la ocurrencia de ésta, el sujeto reincidente será castigado con la pena que tenga atribuida el nuevo hecho punible aplicada entre el término medio y el máximo que le asigne la ley, y que si es de la misma índole se aplicará la pena correspondiente con aumento de una cuarta parte.

En este caso, se observa el carácter represivo de la Ley Orgánica del Trabajo, de los Trabajadores y las Trabajadoras, al establecer un tiempo mayor de cumplimiento de pena por el nuevo hecho cometido, es decir, que se le impone la pena por el nuevo delito y se le aumenta por el anterior y sobre el cual ya cumplió una condena, aunado a ello, cabría preguntarse, si al castigarse al patrono reincidente que incumple con el pago de la multa impuesta por el inspector del trabajo respectivo, no se le está vulnerando el debido proceso previsto en el artículo 49.7 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en el sentido que ninguna persona podrá ser sometida a juicio por los mismos hechos en los cuales hubiese sido juzgada anteriormente.

De modo pues que, con la tipificación del delito de incumplimiento del pago de una multa, y su respectiva sanción, se está haciendo a un lado la teoría del garantismo penal, que es aquella que se encarga de establecer los criterios y principios que protegen principalmente los derechos humanos de los justiciables, sin importar su condición, resaltando dentro de esta teoría el principio de la proporcionalidad de las penas, siendo necesario recordar que la práctica ha demostrado que no es con la criminalización de conductas y con aumento de penas como se consiguen bajar los índices delictivos ni prevenir la comisión de hechos punibles.

Así pues, para la protección de los derechos humanos se deben seguir una serie de principios como son la legalidad, taxatividad, irretroactividad, y los principios de limitación funcional del derecho penal como el de la humanidad, última ratio, y proporcionalidad, pues no se trata de llevar al ordenamiento jurídico catálogos de delitos, con la finalidad de intimidar a los presuntos autores y con ello disminuir la ocurrencia de los mismos.

En tal sentido, y tomando en cuenta que es función del derecho penal mantener la cohesión social, preservando los derechos de la persona humana de cualquier ataque que pueda ponerlo en peligro y tomando en consideración igualmente, la característica de dinamismo que los derechos humanos presentan y que constituyen el objeto principal de tutela del derecho penal, es necesario que este último vaya a la par de los primeros, pues de no ser así, se originaría un desorden en el equilibrio social y jurídico que debe estar presente en toda sociedad.

Finalmente, considera el autor que el incumplimiento del patrono al pago de una multa previamente impuesta por parte del Inspector del Trabajo al cometer una infracción establecida en la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, así como también la reincidencia de la misma; constituye una conducta que lesiona el orden socioeconómico, la cual debe estar enmarcada en el ámbito de los ilícitos administrativos, pudiendo ser sancionada con la pena pecuniaria de multa calculada en unidades tributarias, pero nunca con una pena privativa de libertad como el arresto, y en ese sentido la Sala Constitucional del máximo tribunal de la Republica así lo ha dejado establecido en sentencia reiterada, tal y como fue explicado con anterioridad. 
Conclusiones

Al culminar este trabajo de investigación, se presentan las siguientes conclusiones las cuales surgieron en función de los objetivos planteados.

Como es sabido, la evolución social política, económica, cultural y generacional, que transforma a un país con el transcurso del tiempo, conlleva a su vez necesariamente al avance de las normas que rigen la conducta de los ciudadanos que forman parte de una sociedad, sin embargo, así como se crean y se derogan conductas consideradas como antijurídicas, surgen también teorías y principios dirigidas a moldear la tipificación de dichas normas, constituyendo un claro ejemplo de éstas la teoría del garantismo penal.

Esta teoría cuyo origen se remonta al año 1998, siendo su máximo exponente Luigui Ferrajoli, opera como una doctrina jurídica de legitimación interna del derecho penal, y que propugna la validez y legitimidad del derecho penal fundamentada en el cumplimiento de los derechos humanos, en consecuencia es garantista todo sistema penal que se ajuste normativamente al texto constitucional, en consecuencia para este autor no hay pena sin crimen, ni crimen sin ley, ni ley penal sin necesidad, ni necesidad sin ofensa, ni ofensa sin acción, ni acción sin culpabilidad, ni culpabilidad sin juicio, ni juicio sin acusación, ni acusación sin prueba, ni prueba sin defensa, y es bajo estos postulados que debe funcionar tanto el derecho penal sustantivo como el adjetivo o procedimental.

En este orden, es preciso señalar que el derecho al trabajo en la actualidad ha sido regulado de manera amplia en diversos instrumentos jurídicos, siendo el primero de éstos, la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la cual en el artículo 87 consagra que toda persona tiene derecho al trabajo y el deber de trabajar, por lo que el Estado, debe garantizar la adopción de las medidas necesarias a los fines que toda persona pueda obtener ocupación productiva, para proveerse una existencia digna y decorosa.
Este derecho ha sido también regulado por la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, en donde se desarrollan los derechos y deberes previstos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, así como también los procedimientos pertinentes, destacándose entre éstos la imposición de multas al patrono o su representante o  quien haga sus veces, y muy importante se han tipificado en esta novedosa ley una serie de delitos, siendo abordado minuciosamente en este trabajo de investigación, tal como el incumplimiento por parte del patrono en el pago de la multa impuesta previamente por el inspector del trabajo respectivo, el cual tiene atribuida la pena de arresto corporal que oscila entre 10 a 90 días.

Cabe precisar que esta conducta antijurídica surge cuando una vez culminado el procedimiento de imposición de la multa al patrono por la comisión de una infracción, siendo que dicho procedimiento encuentra asidero jurídico en el artículo 546 de la Ley Orgánica del Trabajo, de las Trabajadoras y los Trabajadores, y que se inicia cuando un patrono que ha cometido una infracción contenida en la ley ejusdem, se le impone la multa respectiva y si el mismo no cumple con el pago de dicho monto, estableciendo la misma ley el tiempo y la manera como debe iniciarse dicho procedimiento, y quienes están legitimados para actuar en él.

Es importante señalar que en este procedimiento, si persiste la negativa por parte del patrono o su representante o de quien haga sus veces en negarse a pagar la multa impuesta, el funcionario del trabajo correspondiente solicitara al Ministerio Público, a los fines del ejercicio de la acción penal, por tratarse de un delito a tenor de lo previsto en el artículo 546 de la Ley Orgánica del Trabajo, de las Trabajadoras y los Trabajadores.

De esta manera el aludido artículo sanciona con arresto corporal de 10 a 90 días al patrono que incumpla el pago de la multa impuesta, o que incumpla u obstruya la ejecución de los actos emanados de las autoridades administrativas del trabajo, además cuando se trate de patronos asociados, los instigadores a la infracción deberán sufrir esta misma pena, quedando facultado el fiscal del Ministerio Público competente para ejercer la acción penal respectiva.

Es de precisar que en esta ley orgánica del trabajo de las trabajadoras y los trabajadores se castiga con pena restrictiva de libertad como es el arresto al patrono por no cumplir el pago de una multa, y lo que es más delicado aún, es que cuando el infractor que no es otro que el patrono, reincida en el hecho que se le imputa, la pena por el nuevo hecho cometido se le aumentará en la mitad, con lo cual se vulnera flagrantemente el debido proceso en cuanto al derecho que tiene toda persona a no ser sancionada dos veces por el mismo hecho, así como también la teoría del garantismo penal y como consecuencia de ello el principio de la proporcionalidad, pues como ya se ha manifestado las sanciones penales privativas de libertad solo deben ser utilizadas como último recurso.

Recomendaciones

En función de las conclusiones a las cuales se llegó en este trabajo de investigación, se presentan las siguientes recomendaciones.

A los Diputados de la Asamblea Nacional
Se le insta a través de esta investigación, a plantear una reforma a la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, en sus artículos 546 y 547, a los fines de que se modifique el sistema sancionatorio aplicable al patrono que no cumpla con el pago de la multa impuesta por el inspector del trabajo respectivo, eliminándose la pena de arresto policial de 10 a 90 días por resultar desproporcionada, y estableciéndose en este caso solo sanciones de carácter administrativo como sería el caso de una multa calculada en unidades tributarias. De igual manera, es pertinente derogar el artículo 540 de esta misma ley, que consagra la reincidencia, por resultar inconstitucional, y en consecuencia violatoria del debido proceso del patrono incurso en este tipo de ilícitos.
A los Patronos

Se le recomienda cumplir a cabalidad con las responsabilidades que les atribuye la Ley Orgánica del Trabajo, de las Trabajadoras y los Trabajadores, y a su vez respetar los derechos de los trabajadores, con especial énfasis en el derecho que tienen consagrados en esta ley, y en caso de imponérsele una multa proceder al pago de la misma, para evitar que se les impute el delito de incumplimiento de esta y como consecuencia de ello la imposición de un arresto corporal que va entre 10 a 90 días.
A los Inspectores del Trabajo

Por ser los encargados de llevar a cabo el procedimiento para la imposición de multas por infracciones cometidas por el patrono, se le insta a actuar cautelosamente apegados siempre al ordenamiento jurídico vigente y en estricto cumplimiento del debido proceso, ya que la decisión que tomen en esos casos son inapelables, y pueden generar que el patrono se niegue a cumplir con la misma ocasionando la comisión de un delito que amerita pena privativa de libertad para el patrono.
A los Profesionales del Derecho
Los exhorto a cumplir con el juramento que una vez hicieran al graduarse de abogados de defender la Constitución y las leyes de la República y soliciten ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia la nulidad por inconstitucional del contenido de los artículos 540, 546 547 de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, que castiga con la pena de arresto corporal a un patrono cuando no cumple con el pago de la multa impuesta por el Inspector del Trabajo
A los Estudiantes de Derecho

Se les motiva a que continúen desarrollando tópicos vinculados a los derechos de los trabajadores desarrollados en la Ley Orgánica del Trabajo, de las Trabajadoras y los Trabajadores, los cuales están vinculados con el derecho constitucional, civil, penal y procesal.
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